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	COMISIÓN DE TRANSPARENCIA
PODER JUDICIAL DE COSTA RICA

	SESIÓN EXTRAORDINARIA 5 DE JULIO 2024

	I.                  INFORMACION GENERAL DE LA REUNION:

	FECHA
	LUGAR
	HORA INICIO
	HORA FINAL

	5 DE JULIO DE 2024
	Virtual, plataforma Teams
	14:00  horas
	14:14horas

	ASISTENTES 
	
Comisión de Transparencia:
Magistrada Patricia Solano Castro,  Sala Tercera (preside)
Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Vice Presidenta de la Corte Suprema de Justicia y Sala Primera. (vía chat de la Comisión de Transparencia)
Magistrada Ingrid Hess Herrera, Sala Constitucional (vía chat de la Comisión de Transparencia)
Sr.  Estrellita Orellana Guevara, Presidenta del Tribunal de la Inspección Fiscal
Sra. Siria Carmona Castro , Consejo Superior
Sr. Allan Pow Hing Cordero, Dirección de Planificación.
Sr. Juan Carlos Pérez Murillo, Director de la Defensa Pública
Sr. Juan Carlos Cubillo Miranda, Fiscal General de la República.
Sr. Hugo Hernandez Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno. 
Oficina de Cumplimiento 
Sra. Kenia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento 
Sr. Randall Zúñiga Palacios	
Sra. Catalina Blanco Sánchez 

No estuvieron presentes: 
Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Sala Segunda 
Magistrado Jorge Araya García, Sala Constitucional 
Sr. Randall Zúñiga López, Director del Organismo de Investigación Judicial.



	

AGENDA:

	
Puntos de agenda 


Artículos:

1.-  Cooperación Internacional. Proyectos en temas de corrupción y crimen organizado. Acciones. NCSC. 

[bookmark: _Hlk168477190]2.- Sobre el “Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024: Informe de auditoría de carácter especial acerca del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción del Poder Judicial”, emitido por la Contraloría General de la República se informará:

a) Mediante correo del 2 de julio se puso en conocimiento de los integrantes de esta Comisión conocimiento la modificación realizada al borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento, propuesta que fue laborada entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento, en acatamiento del informe de la Contraloría General de la República DFOE-GOB-IAD-00004-2024-CGR. Se trasladó el oficio DJ-1246-2024 y el borrador de reglamento -versión 24 de junio-. Este trabajo ya fue valorado por la Dirección Jurídica. Se informa que no hubo objeciones por parte de ninguno de los integrantes de la Comisión de Transparencia. 

b) Se informará sobre otros avances de las acciones realizadas. 




	DOCUMENTOS:
	[bookmark: _Hlk141280049]Punto 1:  NO HAY DOCUMENTOS ADJUNTOS


Punto 2: 





    







	DISCUSIÓN:
	
Puntos de agenda para someter a discusión
Artículo I) 

Al no estar conectados los representantes del NCSC se deberá reprogramas la sesión de trabajo con ellos.

Artículo II) 
Magistrada Patricia Solano: informa que con el fin de poder dar cumplimiento al cronograma establecido se debe indicar por parte de los integrantes de la Comisión de Transparencia si tienen alguna observación u objeción a la modificación realizada al borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento, propuesta que fue laborada entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento, en acatamiento del informe de la Contraloría General de la República DFOE-GOB-IAD-00004-2024-CGR. Se indica que dicho material fue puesto en conocimiento esta semana y se adjuntaron los documentos oficio DJ-1246-2024 y el borrador de reglamento -versión 24 de junio-. Este trabajo ya fue valorado por la Dirección Jurídica. 
Todos los presentes se muestran de acuerdo con el trabajo realizado y se aprueba de la siguiente manera: 
Acuerdo: 
Artículo II) Comunicar de forma inmediata al Despacho de Presidencia de Corte Suprema de Justicia que en torno al “Informe n° DFOE-GOB-IAD-00004-2024: Informe de auditoría de carácter especial acerca del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción del Poder Judicial”, emitido por la Contraloría General de la República, se conoció y se aprobó la modificación realizada al borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento.  No se omite manifestar que dicha propuesta fue elaborada entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento y se remitió a la Dirección Jurídica para su análisis y criterio mediante el oficio DJ-1246-2024. Dicho acuerdo se declara: en firme. 

Se deberá remitir como adjuntos:
1)  el acta de la presente reunión.
2) el oficio DJ-1246-2024
3) el borrador de reglamento -versión 24 de junio-

 

	
	

Finaliza la actividad a las 14:14  horas. 

	
	

	
	







REGLAMENTO OC- Versión 24 de junio 2024.docx
Versión 24 de junio



REGLAMENTO DE FUNCIONAMIENTO DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO DEL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA.



TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 1.- Objeto.

El presente reglamento tiene por objeto normar las funciones, competencias y organización de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial. 



Artículo 2.- Ámbito de aplicación.

Las competencias establecidas en el presente reglamento por parte de la Oficina de Cumplimiento comprenden todas las personas servidoras de los despachos judiciales, auxiliares de la justicia y administrativos del Poder Judicial, así como personas meritorias y aquellas que participen como colaboradoras voluntarias en los diferentes programas y proyectos institucionales.   



[bookmark: _Hlk147822381]Artículo 3.- Naturaleza de la Oficina de Cumplimiento.

La Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial es un órgano adscrito a la Corte Suprema de Justicia, que depende para efectos administrativos de su Presidencia y que cumple funciones consultivas y de asesoría técnica en la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.



Artículo 4.- Independencia de criterio 

Para el cumplimiento de sus funciones, la Oficina de Cumplimiento actuará con independencia de criterio, sin perjuicio de las potestades de dirección y jerarquía de la Corte Suprema de Justicia. 



Artículo 5.- Deber de Confidencialidad.

Para la ejecución de sus labores, las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, se encuentran sujetas a mantener la reserva y sigilo de la información obtenida en razón del ejercicio del cargo que desempeñan. Esta obligación se mantendrá aún si dejaran de laborar en esta Oficina.



Artículo 6.- Deber de abstención.

En el ejercicio de sus funciones, a las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, le serán aplicables las causales de abstención establecidas en la Regulación para la Prevención Identificación y Gestión Adecuada de los Conflictos de Intereses o en su defecto las normas establecidas en el Código Procesal Civil y Ley Orgánica del Poder Judicial.



Artículo 7. Responsabilidad del personal judicial.

Las personas servidoras judiciales que incumplan lo dispuesto en este Reglamento, podrán ser objeto de justa causa para la aplicación del régimen disciplinario según la calificación de la falta, debidamente comprobado y previo cumplimiento del debido proceso.



Artículo 8.- Definiciones. 

Para la comprensión del alcance de este Reglamento, se definen las siguientes palabras claves: 



8.1) Alerta/alarma: señales que pueden advertir la ocurrencia de un riesgo.

8.2) Compliance: sinónimo de cumplimiento normativo. Sistema o programa integrado por un conjunto de buenas prácticas, subsistemas de gestión y modelos organizativos, dirigidos a ejecutar una adecuada gestión del riesgo de corrupción y promover una cultura de legalidad e integridad judicial

8.3) Corrupción: el abuso del poder en cargos públicos y privados para beneficio propio o de un tercero.  

8.4) Diligencia de cumplimiento: es la tarea, trabajo o asignación que se realiza cuando se detecta un riesgo usualmente de corrupción y/o fraude organizacional.

8.5) Fraude Organizacional: gama de comportamientos o conductas, compuesto por actos desleales, intencionales e irregulares, que pueden ser económicos, financieros, operativos u organizacionales, realizados para obtener o sostener un beneficio personal o para un tercero.

8.6) Integridad: referido a la probidad y compromiso firme de cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico para la satisfacción del interés general y los objetivos institucionales.

8.7) Riesgo: probabilidad de que ocurra un evento, cuyas consecuencias dificulten o impidan el logro de los objetivos de un despacho u oficina en particular o de la institución en general y que afecte los servicios de administración de justicia pronta, cumplida y accesible.

8.8) Riesgo de Corrupción: probabilidad u ocurrencia de un evento en el que, mediante el uso indebido del poder y de los recursos públicos para ventaja personal o beneficio de terceros, perjudique el interés general. 

8.9) Riesgo de cumplimiento: probabilidad de ocurrencia y las consecuencias del no cumplimiento de las obligaciones de compliance de una organización. 

8.10) Titular subordinado: persona funcionaria de la administración activa, responsable de un proceso, con autoridad para ordenar y tomar decisiones.



Artículo 9.- Supletoriedad.

En lo no expresamente previsto en el presente reglamento, se aplicará el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", Ley General de Control Interno, Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley General de la Administración Pública, y demás normativa aplicable.



TÍTULO II

ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO



Artículo 10.- Organización interna 

La Oficina de Cumplimiento estará conformada por una persona Oficial de Cumplimiento y por el personal profesional y de apoyo requerido según los estudios técnicos que así lo determinen, que les permitan responder y cumplir con sus competencias y propósitos institucionales en cuanto a eficiencia, eficacia y efectividad para la prestación de los servicios. 



Artículo 11.- De la dependencia de la Oficina para efectos administrativos

La Oficina de Cumplimiento dependerá para efectos administrativos de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 



Artículo 12.- Relación con la Comisión de Transparencia y Anticorrupción.

La Oficina de Cumplimiento tiene una relación de coordinación y cooperación administrativa con la Comisión de Transparencia y Anticorrupción y en razón de lo anterior, le corresponde:



1) Coordinar y articular a nivel institucional la implementación, control y supervisión del diseño de las líneas de acción para mitigar las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad. 

2) Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos de la Comisión, así como a los proyectos y programas delegados que se encuentren relacionados con la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción y fraude organizacional en el Poder Judicial.

3) Rendir informe de cumplimiento de las labores encomendadas en virtud de la aplicación del inciso 2 del presente artículo. 

4) Cualquier otra labor compatible con las funciones que realice la Comisión de Transparencia en coordinación con la Oficina de Cumplimiento. 



Artículo 13.- Competencia de la Oficina de Cumplimiento.

 Para alcanzar sus objetivos, la Oficina de Cumplimiento tendrá las siguientes funciones: 



1) Asesorar y brindar apoyo consultivo a las diferentes instancias jerárquicas del Poder Judicial, en materia de prevención y administración del riesgo de corrupción y fraude organizacional interno, faltas al deber de probidad, y de cumplimiento normativo o compliance público, así como de conflictos de intereses.

2) Desarrollar, implementar, adaptar, mejorar y ejecutar el modelo de gestión de cumplimiento normativo del plan de acción de la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, que responda a los objetivos institucionales y operativos en materia de integridad pública, adoptados por la institución.

3) Diseñar, apoyar y elaborar instrumentos de alcance institucional en materia de riesgo de corrupción, su prevención, detección y reacción.

4) Promover, coordinar y supervisar el cumplimiento de las obligaciones derivadas en el reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”.

5) [bookmark: _Hlk64215846]Atender las consultas que formulen las personas usuarias internas y externas de la institución sobre la interpretación y aplicación del reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”. 

6) Diseñar, implementar y monitorear los sistemas de alertas tempranas de prevención que permitan identificar potenciales riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas a la probidad, para su adecuada administración.

7) Desarrollar y promover el análisis de datos e información para la investigación del fenómeno de la corrupción, conflictos de intereses, fraude organizacional e infracción a la probidad a lo interno del Poder Judicial.

8) Evaluar y mejorar de manera continua el sistema de compliance del Poder Judicial en procura del fortalecimiento del modelo de prevención, identificación y reacción ante riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses, y faltas al deber de probidad. 

9) Ejecutar, evaluar y mejorar la metodología especializada para la gestión del riesgo de corrupción atendiendo a los estándares internacionales en la materia y las directrices internas, en cumplimiento de los objetivos estratégicos institucionales.

10) Realizar las diligencias de cumplimiento, para la prevención y administración de riesgos de corrupción, fraude organizacional interno y faltas a la probidad. 

11) Evaluar, analizar el impacto, e informar o alertar a los niveles jerárquicos sobre los hallazgos detectados en la gestión de cumplimiento y emitir recomendaciones para tratarlos y así, evitar que se afecte el servicio público, las metas y objetivos institucionales.

12) Fomentar, establecer y mantener un mecanismo de colaboración, coordinación y cooperación, conforme a sus competencias, con las diferentes instancias del Poder Judicial.

13) Cualquier otra labor compatible con las funciones que se asigne a la Oficina de Cumplimiento por parte de la Presidencia de la Corte, el Consejo Superior, Corte Suprema de Justicia y Comisión de Transparencia y Anticorrupción. 



Artículo 14.- Nombramiento y requisitos para ocupar el cargo de Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial.

Corresponde a la Corte Suprema de Justicia, designar en sesión de Corte Plena, a la persona Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial.

Para ser titular de ese cargo, se requiere:



1) Ser profesional en Derecho o Administración Pública.

2) Contar con formación académica especializada con un plan de estudios de al menos 1000 horas en Compliance (Cumplimiento normativo).

3) Acreditar al menos tres años de experiencia profesional en labores asociadas a modelos de cumplimiento normativo mediante constancias o declaración jurada debidamente protocolizada del tiempo servido.  En caso de que la experiencia sea adquirida prestando los servicios para un tercero público o privado el documento deberá al menos contener: lugar donde laboró, fecha de ingreso y de salida, cargo ocupado, requisitos, funciones desempeñadas, si tuvo permisos sin goce de salario, periodo del permiso y motivo de salida.  Si la experiencia se ha obtenido en el ejercicio liberal de la profesión, se debe especificar en la declaración jurada lo siguiente:  en que se ha constituido la experiencia, cargo ocupado, requisitos y funciones desempeñadas. La administración podrá eventualmente requerir información complementaria sobre la experiencia indicada.

4) Contar con experiencia acreditada en puestos de dirección de personal.

5) Las personas que se postulen para el puesto de Oficial de Cumplimiento deberán cumplir con todos los requisitos y evaluaciones técnicas del proceso de selección de personal para acreditar la idoneidad ética y moral. 

[bookmark: _Hlk126332355]

Artículo 15.- Funciones de la persona Oficial de Cumplimiento. La persona Oficial de Cumplimiento tiene las siguientes funciones:



1) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, ejecutar y supervisar la gestión de la Oficina de Cumplimiento, hacer cumplir el presente Reglamento y vigilar el desarrollo de las funciones asignadas.

2) Delegar en el personal a cargo la emisión de criterios, informes de cumplimiento y cualquier otra labor necesaria bajo su supervisión.

3) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, ejecutar y supervisar la gestión de modelos de cumplimiento normativo y de buenas prácticas con enfoque de riesgo de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas al deber de probidad, en la organización judicial. 

4) Proponer, diseñar, planear, dar seguimiento y emitir lineamientos respecto al plan de acción de la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, para garantizar su efectivo cumplimiento. 

5) Fungir como asesor o asesora especializada en materia de conflictos de intereses, riesgo de corrupción y fraude organizacional interno y cumplimiento normativo, de la Presidencia de la Corte, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo Superior, Comisión de Transparencia y Anticorrupción y las distintas oficinas y despachos judiciales del Poder Judicial, cuando se requiera.

6) Fungir como supervisor o supervisora de la sostenibilidad del modelo de compliance en el Poder Judicial.

7) Dirigir, coordinar y generar propuestas estratégicas y de mejora continua, con las oficinas o dependencias vinculadas en los procesos de gestión del riesgo y el sistema de gestión de cumplimiento, para el fortalecimiento de las capacidades institucionales del Poder Judicial.

8) Proponer lineamientos institucionales sobre el adecuado manejo y trámite de asuntos de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional interno y faltas a la probidad, así como sobre los registros, confección de proyectos de resolución, criterios y otros documentos. 

9) Brindar apoyo y asistencia técnica -jurídica especializada en labores variadas de administración del riesgo de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas al deber de probidad

10) [bookmark: _Int_v4Uxc9VF]Presentar el plan anual de trabajo y del proyecto de presupuesto de la Oficina de Cumplimiento ante las instancias respectivas para su trámite. Asimismo, presentar el informe anual de labores para su evaluación ante el superior inmediato. 

11) Asistir, dirigir y coordinar reuniones, en asuntos de su competencia, y comunicarse con los diferentes participantes con el objeto de brindar las recomendaciones del caso.

12) Participar en los grupos de trabajo gerenciales o comisiones a solicitud de la Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior, Presidencia de la Corte o Comisión de Transparencia y Anticorrupción.

13) Nombrar y evaluar el de desempeño del personal a su cargo en la Oficina de Cumplimiento.

14) Cualquier otra labor inherente al ejercicio de sus funciones, para garantizar la eficiente y oportuna prestación de sus servicios.



TÍTULO III

DE LA COLABORACIÓN Y EL APOYO INVESTIGATIVO.



Artículo 16. – Deber de Colaboración 

Todas las oficinas y despachos judiciales, así como el personal judicial deberán colaborar y rendir los informes, en materia de su competencia, a la Oficina de Cumplimiento, cuando esta así lo requiera para sus investigaciones; debiendo atender las consultas y análisis de datos o información que se les solicite, procurando remitir de manera oportuna y completa los requerimientos solicitados, respetando las competencias y reserva de confidencialidad de cada materia y funciones de la oficina y despacho.



Artículo 17. Consulta a expertos.

Para analizar temas específicos de competencia de la Oficina de Cumplimiento, esta oficina podrá acudir a la asesoría de personas expertas de las diferentes dependencias del Poder Judicial, quienes conforme a sus competencias brindarán la asesoría respectiva. 



Artículo 18.- Equipo de Trabajo Interdisciplinario



La Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno realizarán reuniones trimestrales para implementar valorar acciones de coordinación en el fortalecimiento del sistema de control interno derivadas del riesgo de corrupción; dentro del marco de sus competencias.



Además, podrá convocar a personas de  diferentes dependencias del Poder Judicial, para conformar un equipo de trabajo interdisciplinario con el fin de analizar temas específicos en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad,  que sean de gran interés y alto impacto institucional, en el cual se requiera una visión interdisciplinaria, con el fin de generar insumos que permitan establecer  líneas de acción  y recomendaciones para la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en  materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.



TÍTULO IV

DEL MODELO DE GESTIÓN DE RIESGOS DE CORRUPCIÓN, FRAUDE ORGANIZACIONAL, LA GESTIÓN DE ALERTAS Y DILIGENCIA DE CUMPLIMIENTO.



Artículo 19.- De la metodología de gestión de riesgos de corrupción y fraude organizacional



La Oficina de Cumplimiento podrá realizar estudios para la atención del riesgo de corrupción y fraude organizacional en el Poder Judicial, para lo cual aplicará una herramienta técnica para administrar y controlar este riesgo que afecta a la institución, sus procesos y/o el logro de sus objetivos. Su propósito es aminorar la probabilidad de ocurrencia de un episodio de corrupción, mitigar su impacto y proponer mejora en los controles y procesos existentes. 



La Oficina de Cumplimiento será la responsable de aplicar estos estudios, considerando las disposiciones señaladas en la Ley General de Control Interno y su reglamento, así como en los criterios y directrices generales emitidas por la Contraloría General de la República para el manejo de riesgos en el sector público. 



La valoración del riesgo de corrupción y fraude organizacional estará cargo del jerarca y los titulares subordinados como responsables de los procesos a cargo, quienes contarán con el apoyo y asesoría técnica de la Oficina de Cumplimiento.



El resultado de estos estudios será comunicado a la Oficina de Control Interno para lo de su cargo.



Artículo 20.- De la gestión de alerta de riesgo de corrupción y fraude organizacional. 

La Oficina de Cumplimiento deberá realizar de oficio o a gestión de parte, los estudios respectivos sobre posibles riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses o faltas al deber de probidad dentro del Poder Judicial.



Artículo 21.- Requisitos para la presentación de alerta del riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 

Cualquier persona podrá presentar por escrito y/o completando un formulario que tendrá a disposición la Oficina de Cumplimiento, la alerta de riesgo y hacerla llegar a esta Oficina de forma presencial o por los medios electrónicos que se encuentren disponibles (fax, correo, Teams), y necesariamente deberá consignar la siguiente información: 

1) Nombre de la oficina implicada.

2) Nombre y calidades de la persona que gestiona.

3) Nombre de la persona funcionaria implicada en caso de que lo conozca.

4) Hechos en los que se basa la alerta.

5) Aportar o indicar donde obtener las pruebas o evidencias relacionadas con la alerta.

6) Indicar si el hecho se ha gestionado o está siendo conocido por otra instancia o jefatura. Si se tiene resolución, deberá aportarla junto con la gestión inicial.

7) Medio para atender notificaciones.



Lo anterior sin detrimento de que la Oficina de Cumplimiento solicite mayores datos cuando así se requiera.



Artículo 22.- Alertas anónimas de riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 

Para el caso de las solicitudes anónimas se deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos en el artículo 21 de este reglamento con excepción del inciso 2 referente a la identificación de la persona que gestiona. Lo anterior, sin detrimento de lo establecido en el artículo 13 del Reglamento de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. 



En caso de que la denuncia contenga nombre y calidades de quien gestiona, la Oficina de Cumplimiento deberá garantizar la confidencialidad de los datos personales cuando así sea solicitado.



Artículo 23.- Admisibilidad e investigación de la Alerta de Riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 

Recibida la alerta, la Oficina de Cumplimiento deberá iniciar el trámite de admisibilidad de la gestión. 



Serán admisibles aquellas alertas que expongan una relación de hechos, claros, precisos y concretos que permitan la valoración técnica del supuesto evento que generó el riesgo e identifique el proceso relacionado con esta circunstancia; para lo cual se podrá aportar cualquier prueba que sustente la gestión. 



Artículo 24. Traslado a otras instancias

Cuando la información suministrada arroje una supuesta infracción al deber de probidad, la Oficina de Cumplimiento deberá informar de manera inmediata sobre los hechos a la instancia o autoridad disciplinaria y/o penal competente para el trámite que corresponda. Sin detrimento de las acciones que puedan derivarse conforme a las funciones de la Oficina de Cumplimiento y este reglamento.	



Artículo 25.- Solicitud defectuosa de la alerta de riesgo de corrupción y Fraude organizacional.

Si la solicitud de alerta de riesgo de corrupción y Fraude organizacional, que no llenare los requisitos necesarios referidos en el artículo 21 de este reglamento, la oficina solicitará a la persona gestionante que la corrija y para ello le puntualizará la información omitida otorgándole un plazo de cinco días hábiles para subsanarla.



De no cumplir con los requisitos señalados, siendo estos necesarios para poder realizar su trámite e investigación o la información sea impertinente o improcedente en cuanto a la materia de riesgo de corrupción, se declarará la inadmisibilidad de la gestión.



Artículo 26.- Informe de cumplimiento 

El informe de cumplimiento lo elaborará la Oficial de Cumplimiento con apoyo del personal a cargo de la oficina. El informe puede ser de carácter preventivo o de mitigación de riesgos, y en ambos casos se realizará un análisis a fondo que permita identificar las posibles causas que dieron origen al riesgo puesto en conocimiento.



Asimismo, se emitirán las recomendaciones pertinentes y para ello se otorgará un plazo prudencial de hasta 30 días hábiles, que será definido por la Oficina de cumplimiento, dependiendo de la complejidad de las acciones o medidas sugeridas, para que el destinatario comunique si éstas serán adoptadas o bien si aplicará otras para responder al hallazgo del informe, lo anterior, conforme a los deberes y responsabilidades que establece la Ley General de Control Interno a los jerarcas y titulares subordinados sobre el sistema de control interno y las causales de responsabilidad administrativa.  



El informe de cumplimiento será puesto en conocimiento de la Oficina de Control Interno para lo de su cargo. 



Artículo 27.- Seguimiento de las recomendaciones  

La Oficina de Cumplimiento podrá solicitar, a las oficinas y despachos judiciales, así como al personal judicial, información que permita el seguimiento y monitoreo de las recomendaciones emitidas en el informe de cumplimiento con el fin de procurar que los riesgos hayan sido administrados correctamente.



Artículo 28.- Traslado al superior por debilitamiento del Sistema de Control Interno.

Si el análisis realizado por la Oficina de Cumplimiento arroja elementos que evidencien el debilitamiento del sistema de control interno, en la materia propia de su competencia, según la Ley General de Control Interno y su reglamento, esta Oficina deberá hacer de conocimiento los hallazgos encontrados al Superior Jerárquico del titular subordinado o en su defecto, a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo Superior conforme a sus competencias, para lo de su cargo. Lo anterior, sin detrimento de otras acciones que puedan realizarse ante otras instancias.







TÍTULO V

ATENCIÓN DE CONSULTAS SOBRE LA REGULACIÓN DE

CONFLICTOS DE INTERÉS



Artículo 30- De las consultas relacionadas con la regulación de Conflictos de Interés

Conforme lo dispuesto en el reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de intereses en el Poder Judicial”, le corresponde a la Oficina de Cumplimiento, sin perjuicio de las competencias de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de las competencias propias de dicho reglamento.



Artículo 31.- Forma y contenido de la consulta.

La consulta deberá presentarse por escrito y/o completando un formulario que tendrá a disposición la Oficina de Cumplimiento el cual deberá hacerlo llegar a esta Oficina de forma presencial o por los medios electrónicos que se encuentren disponibles (fax, correo electrónico, Microsoft Teams), y necesariamente deberá consignar la siguiente información:

1) Nombre y calidades de la persona que gestiona.

2) Hechos en los que se basa e indicar el objeto de la consulta.

3) Aportar cualquier medio de prueba que tenga a disposición o indicar donde obtenerlas.

4) Indicar si el hecho se ha gestionado o está siendo conocido por otra instancia o jefatura. Si se tiene resolución, deberá aportarla junto con la gestión inicial.

5) Medio para atender notificaciones.

6) Lo anterior sin detrimento de que la Oficina de Cumplimiento solicite mayores datos cuando así se requiera.



Artículo 32.- Ampliación de información.

La Oficina de Cumplimiento deberá realizar una verificación de la información aportada y de ser necesario, solicitará a la persona gestionante toda aquella información de la que carezca la consulta, de acuerdo a los criterios definidos en el punto anterior. 



Para esto, se otorgará un plazo de cinco días hábiles para que aporte la información requerida, bajo apercibimiento de declarar inadmisible la consulta si con la información aportada inicialmente resulta imposible proceder.



Artículo 33.- Trámite de la consulta.

Recibida la consulta se ingresará al sistema informático con el que cuente la Oficina de Cumplimiento y se asignará una persona responsable para su atención. 



Para tramitar las consultas, la Oficina de Cumplimiento podrá acceder a todas las dependencias judiciales y realizar solicitudes escritas de información a las oficinas o despachos judiciales, consultas presenciales o telefónicas y requerir documentos e información para cumplir sus atribuciones, que deberá ser confidencial. Lo anterior sin perjuicio de la confidencialidad propia de cada proceso administrativo o jurisdiccional, según la naturaleza del mismo y las partes respectivas.  



También podrá solicitar información adicional a la persona gestionante que resulte necesaria para el trámite de la consulta. 



Artículo 34.- Informes de respuestas y recomendaciones. 

La Oficina de Cumplimiento deberá atender o dar respuesta a todas las consultas sometidas a su conocimiento, con la mayor diligencia mediante informes fundados que podrán incluir recomendaciones que deben ser atendidas por las personas funcionarias o instancias correspondientes, y se deberán comunicar a la persona gestionante al medio de notificaciones aportado. 



Artículo 35.-Suspensión de la tramitación de una consulta.

La Oficina de Cumplimiento suspenderá la tramitación de una consulta cuando el mismo hecho ya se encuentre siendo conocido por otra instancia administrativa o judicial competente para resolver. Sin perjuicio de que se puedan emitir recomendaciones apegadas a las funciones de la Oficina de Cumplimiento y establecidas en este reglamento.





TITULO VI

DISPOSICIONES FINALES 



Artículo 36. - Vigencia. 

 El presente reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial.



Artículo 37.- Modificaciones:

Se modifican los artículos 43 y 44 del Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", aprobado por la sesión de Corte Plena, No. 14-19 celebrada el 1 de abril de 2019, artículo XIII. 

Para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Artículo 43.-Divulgación y sensibilización. La institución tiene el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia a través de las siguientes instancias:

a) La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.

b) La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial. Así mismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento dentro de los programas de inducción institucional.

Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido, coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Corte Suprema de Justicia.

Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.”



“Artículo 44.-Consulta e interpretación y aplicación. 

Le corresponde a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Corte Suprema de Justicia, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento”.
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San José, 27 de junio del 2024

  Oficio N° DJ-1246-2024



M.Sc  Kenia Alvarado Villalobos

Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial 

S.  D.

	

Estimada Señora:

[bookmark: _Hlk170378182]Me refiero al correo electrónico de fecha 24 de junio del 2024, suscrito por M.Sc  Kenia Alvarado Villalobos, en el cual se solicita a esta Dirección Jurídica lo siguiente: 

“Estimado Rodrigo y estimada Argili, reciban un cordial saludo



La Contraloría General de la República mediante oficio DFOE-GOB-IAD-00004-2024-CGR, remitió el informe final de INFORME DE AUDITORÍA ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER JUDICIAL, en el que emitieron una serie de Disposición y acciones de Acreditación con un plazo determinado. 

En atención a ello, la Presidencia de la Corte convocó a las instancias vinculadas a una sesión de trabajo para definir las acciones a seguir, y se establecieron una serie de acuerdos para atender -en tiempo- los requerimientos del ente contralor; entre ellos, la Disposición 4.4 que se cita a continuación. En este caso, se acordó modificar el borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento para agregar la definición y oficialización del canal de comunicación entre la Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno. 

Por esta razón, existiendo la revisión y aprobación de las dos instancias  (Oficina de Cumplimiento y Oficina de Control Interno), se remite para su valoración la propuesta para su valoración. La modificación se visualiza en color rojo. 

Quedamos atentos a sus observaciones, y en caso de ser necesario una reunión para abordar consultas, favor indicarnos proponiendo hora y fecha.”

		Componente SCI



		Disposición

		Acreditación – Disposición



		









Ambiente de Control

		4.4. Definir, oficializar e implementar los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento, de forma que permita la ejecución de acciones complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción. Dicha interacción debería responder a un proceso articulado y a criterios de actuación, de forma tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto contribuya de forma coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y de una cultura anticorrupción.





		Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:



i. Al 30 de agosto de 2024, una certificación donde se acredite que se realizó la definición y oficialización de los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre dichas instancias.



ii. Al 31 de octubre de 2024, una certificación en la que conste el avance en la implementación de los canales de comunicación, la coordinación indispensable, y la interacción entre dichas instancias.







En atención de lo anterior esta unidad asesora procede analizar la modificación de la propuesta de reglamento:

Una vez analizada las modificaciones incluidas en el artículo 18 sugiere valorar la siguiente propuesta de redacción: 

“Artículo 18.- Equipo de Trabajo Interdisciplinario



[bookmark: _Hlk170377888]La Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno realizarán reuniones trimestrales para implementar valorar acciones de coordinación en el fortalecimiento del sistema de control interno derivadas del riesgo de corrupción; dentro del marco de sus competencias.



Además, podrá convocar a personas de  diferentes dependencias del Poder Judicial, para conformar un equipo de trabajo interdisciplinario con el fin de analizar temas específicos en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad,  que sean de gran interés y alto impacto institucional, en el cual se requiera una visión interdisciplinaria, con el fin de generar insumos que permitan establecer  líneas de acción  y recomendaciones para la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en  materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.”



Ahora bien, en las modificaciones realizadas en los artículos 19 y 26, esta Dirección no tiene observaciones, sin embargo, se recomienda revisar el consecutivo de los artículos, porque hay una diferencia del artículo 28 y el siguiente es el artículo 30.

Se adjunta la propuesta enviada, la cual ya contiene la sugerencia de redacción en el artículo 18. 



Atentamente,





Licda. Laura Moreira Barrantes                                MSC. Argili Gómez Siu

Asesora Jurídica a.í.                                                         Sub Directora Jurídica









MSC. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo

Director Jurídico





Ref.790-2024
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Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686 





image1.emf

Versión 24 de junio-  REGLAMENTO OC.docx




Versión 24 de junio- REGLAMENTO OC.docx

Versión 24 de junio





REGLAMENTO DE FUNCIONAMIENTO DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO DEL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA.





TÍTULO I


DISPOSICIONES GENERALES





Artículo 1.- Objeto.


El presente reglamento tiene por objeto normar las funciones, competencias y organización de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial. 





Artículo 2.- Ámbito de aplicación.


Las competencias establecidas en el presente reglamento por parte de la Oficina de Cumplimiento comprenden todas las personas servidoras de los despachos judiciales, auxiliares de la justicia y administrativos del Poder Judicial, así como personas meritorias y aquellas que participen como colaboradoras voluntarias en los diferentes programas y proyectos institucionales.   





[bookmark: _Hlk147822381]Artículo 3.- Naturaleza de la Oficina de Cumplimiento.


La Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial es un órgano adscrito a la Corte Suprema de Justicia, que depende para efectos administrativos de su Presidencia y que cumple funciones consultivas y de asesoría técnica en la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.





Artículo 4.- Independencia de criterio 


Para el cumplimiento de sus funciones, la Oficina de Cumplimiento actuará con independencia de criterio, sin perjuicio de las potestades de dirección y jerarquía de la Corte Suprema de Justicia. 





Artículo 5.- Deber de Confidencialidad.


Para la ejecución de sus labores, las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, se encuentran sujetas a mantener la reserva y sigilo de la información obtenida en razón del ejercicio del cargo que desempeñan. Esta obligación se mantendrá aún si dejaran de laborar en esta Oficina.





Artículo 6.- Deber de abstención.


En el ejercicio de sus funciones, a las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, le serán aplicables las causales de abstención establecidas en la Regulación para la Prevención Identificación y Gestión Adecuada de los Conflictos de Intereses o en su defecto las normas establecidas en el Código Procesal Civil y Ley Orgánica del Poder Judicial.





Artículo 7. Responsabilidad del personal judicial.


Las personas servidoras judiciales que incumplan lo dispuesto en este Reglamento, podrán ser objeto de justa causa para la aplicación del régimen disciplinario según la calificación de la falta, debidamente comprobado y previo cumplimiento del debido proceso.





Artículo 8.- Definiciones. 


Para la comprensión del alcance de este Reglamento, se definen las siguientes palabras claves: 





8.1) Alerta/alarma: señales que pueden advertir la ocurrencia de un riesgo.


8.2) Compliance: sinónimo de cumplimiento normativo. Sistema o programa integrado por un conjunto de buenas prácticas, subsistemas de gestión y modelos organizativos, dirigidos a ejecutar una adecuada gestión del riesgo de corrupción y promover una cultura de legalidad e integridad judicial


8.3) Corrupción: el abuso del poder en cargos públicos y privados para beneficio propio o de un tercero.  


8.4) Diligencia de cumplimiento: es la tarea, trabajo o asignación que se realiza cuando se detecta un riesgo usualmente de corrupción y/o fraude organizacional.


8.5) Fraude Organizacional: gama de comportamientos o conductas, compuesto por actos desleales, intencionales e irregulares, que pueden ser económicos, financieros, operativos u organizacionales, realizados para obtener o sostener un beneficio personal o para un tercero.


8.6) Integridad: referido a la probidad y compromiso firme de cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico para la satisfacción del interés general y los objetivos institucionales.


8.7) Riesgo: probabilidad de que ocurra un evento, cuyas consecuencias dificulten o impidan el logro de los objetivos de un despacho u oficina en particular o de la institución en general y que afecte los servicios de administración de justicia pronta, cumplida y accesible.


8.8) Riesgo de Corrupción: probabilidad u ocurrencia de un evento en el que, mediante el uso indebido del poder y de los recursos públicos para ventaja personal o beneficio de terceros, perjudique el interés general. 


8.9) Riesgo de cumplimiento: probabilidad de ocurrencia y las consecuencias del no cumplimiento de las obligaciones de compliance de una organización. 


8.10) Titular subordinado: persona funcionaria de la administración activa, responsable de un proceso, con autoridad para ordenar y tomar decisiones.





Artículo 9.- Supletoriedad.


En lo no expresamente previsto en el presente reglamento, se aplicará el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", Ley General de Control Interno, Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley General de la Administración Pública, y demás normativa aplicable.





TÍTULO II


ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO





Artículo 10.- Organización interna 


La Oficina de Cumplimiento estará conformada por una persona Oficial de Cumplimiento y por el personal profesional y de apoyo requerido según los estudios técnicos que así lo determinen, que les permitan responder y cumplir con sus competencias y propósitos institucionales en cuanto a eficiencia, eficacia y efectividad para la prestación de los servicios. 





Artículo 11.- De la dependencia de la Oficina para efectos administrativos


La Oficina de Cumplimiento dependerá para efectos administrativos de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 





Artículo 12.- Relación con la Comisión de Transparencia y Anticorrupción.


La Oficina de Cumplimiento tiene una relación de coordinación y cooperación administrativa con la Comisión de Transparencia y Anticorrupción y en razón de lo anterior, le corresponde:





1) Coordinar y articular a nivel institucional la implementación, control y supervisión del diseño de las líneas de acción para mitigar las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad. 


2) Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos de la Comisión, así como a los proyectos y programas delegados que se encuentren relacionados con la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción y fraude organizacional en el Poder Judicial.


3) Rendir informe de cumplimiento de las labores encomendadas en virtud de la aplicación del inciso 2 del presente artículo. 


4) Cualquier otra labor compatible con las funciones que realice la Comisión de Transparencia en coordinación con la Oficina de Cumplimiento. 





Artículo 13.- Competencia de la Oficina de Cumplimiento.


 Para alcanzar sus objetivos, la Oficina de Cumplimiento tendrá las siguientes funciones: 





1) Asesorar y brindar apoyo consultivo a las diferentes instancias jerárquicas del Poder Judicial, en materia de prevención y administración del riesgo de corrupción y fraude organizacional interno, faltas al deber de probidad, y de cumplimiento normativo o compliance público, así como de conflictos de intereses.


2) Desarrollar, implementar, adaptar, mejorar y ejecutar el modelo de gestión de cumplimiento normativo del plan de acción de la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, que responda a los objetivos institucionales y operativos en materia de integridad pública, adoptados por la institución.


3) Diseñar, apoyar y elaborar instrumentos de alcance institucional en materia de riesgo de corrupción, su prevención, detección y reacción.


4) Promover, coordinar y supervisar el cumplimiento de las obligaciones derivadas en el reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”.


5) [bookmark: _Hlk64215846]Atender las consultas que formulen las personas usuarias internas y externas de la institución sobre la interpretación y aplicación del reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”. 


6) Diseñar, implementar y monitorear los sistemas de alertas tempranas de prevención que permitan identificar potenciales riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas a la probidad, para su adecuada administración.


7) Desarrollar y promover el análisis de datos e información para la investigación del fenómeno de la corrupción, conflictos de intereses, fraude organizacional e infracción a la probidad a lo interno del Poder Judicial.


8) Evaluar y mejorar de manera continua el sistema de compliance del Poder Judicial en procura del fortalecimiento del modelo de prevención, identificación y reacción ante riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses, y faltas al deber de probidad. 


9) Ejecutar, evaluar y mejorar la metodología especializada para la gestión del riesgo de corrupción atendiendo a los estándares internacionales en la materia y las directrices internas, en cumplimiento de los objetivos estratégicos institucionales.


10) Realizar las diligencias de cumplimiento, para la prevención y administración de riesgos de corrupción, fraude organizacional interno y faltas a la probidad. 


11) Evaluar, analizar el impacto, e informar o alertar a los niveles jerárquicos sobre los hallazgos detectados en la gestión de cumplimiento y emitir recomendaciones para tratarlos y así, evitar que se afecte el servicio público, las metas y objetivos institucionales.


12) Fomentar, establecer y mantener un mecanismo de colaboración, coordinación y cooperación, conforme a sus competencias, con las diferentes instancias del Poder Judicial.


13) Cualquier otra labor compatible con las funciones que se asigne a la Oficina de Cumplimiento por parte de la Presidencia de la Corte, el Consejo Superior, Corte Suprema de Justicia y Comisión de Transparencia y Anticorrupción. 





Artículo 14.- Nombramiento y requisitos para ocupar el cargo de Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial.


Corresponde a la Corte Suprema de Justicia, designar en sesión de Corte Plena, a la persona Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial.


Para ser titular de ese cargo, se requiere:





1) Ser profesional en Derecho o Administración Pública.


2) Contar con formación académica especializada con un plan de estudios de al menos 1000 horas en Compliance (Cumplimiento normativo).


3) Acreditar al menos tres años de experiencia profesional en labores asociadas a modelos de cumplimiento normativo mediante constancias o declaración jurada debidamente protocolizada del tiempo servido.  En caso de que la experiencia sea adquirida prestando los servicios para un tercero público o privado el documento deberá al menos contener: lugar donde laboró, fecha de ingreso y de salida, cargo ocupado, requisitos, funciones desempeñadas, si tuvo permisos sin goce de salario, periodo del permiso y motivo de salida.  Si la experiencia se ha obtenido en el ejercicio liberal de la profesión, se debe especificar en la declaración jurada lo siguiente:  en que se ha constituido la experiencia, cargo ocupado, requisitos y funciones desempeñadas. La administración podrá eventualmente requerir información complementaria sobre la experiencia indicada.


4) Contar con experiencia acreditada en puestos de dirección de personal.


5) Las personas que se postulen para el puesto de Oficial de Cumplimiento deberán cumplir con todos los requisitos y evaluaciones técnicas del proceso de selección de personal para acreditar la idoneidad ética y moral. 


[bookmark: _Hlk126332355]


Artículo 15.- Funciones de la persona Oficial de Cumplimiento. La persona Oficial de Cumplimiento tiene las siguientes funciones:





1) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, ejecutar y supervisar la gestión de la Oficina de Cumplimiento, hacer cumplir el presente Reglamento y vigilar el desarrollo de las funciones asignadas.


2) Delegar en el personal a cargo la emisión de criterios, informes de cumplimiento y cualquier otra labor necesaria bajo su supervisión.


3) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, ejecutar y supervisar la gestión de modelos de cumplimiento normativo y de buenas prácticas con enfoque de riesgo de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas al deber de probidad, en la organización judicial. 


4) Proponer, diseñar, planear, dar seguimiento y emitir lineamientos respecto al plan de acción de la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, para garantizar su efectivo cumplimiento. 


5) Fungir como asesor o asesora especializada en materia de conflictos de intereses, riesgo de corrupción y fraude organizacional interno y cumplimiento normativo, de la Presidencia de la Corte, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo Superior, Comisión de Transparencia y Anticorrupción y las distintas oficinas y despachos judiciales del Poder Judicial, cuando se requiera.


6) Fungir como supervisor o supervisora de la sostenibilidad del modelo de compliance en el Poder Judicial.


7) Dirigir, coordinar y generar propuestas estratégicas y de mejora continua, con las oficinas o dependencias vinculadas en los procesos de gestión del riesgo y el sistema de gestión de cumplimiento, para el fortalecimiento de las capacidades institucionales del Poder Judicial.


8) Proponer lineamientos institucionales sobre el adecuado manejo y trámite de asuntos de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional interno y faltas a la probidad, así como sobre los registros, confección de proyectos de resolución, criterios y otros documentos. 


9) Brindar apoyo y asistencia técnica -jurídica especializada en labores variadas de administración del riesgo de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas al deber de probidad


10) [bookmark: _Int_v4Uxc9VF]Presentar el plan anual de trabajo y del proyecto de presupuesto de la Oficina de Cumplimiento ante las instancias respectivas para su trámite. Asimismo, presentar el informe anual de labores para su evaluación ante el superior inmediato. 


11) Asistir, dirigir y coordinar reuniones, en asuntos de su competencia, y comunicarse con los diferentes participantes con el objeto de brindar las recomendaciones del caso.


12) Participar en los grupos de trabajo gerenciales o comisiones a solicitud de la Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior, Presidencia de la Corte o Comisión de Transparencia y Anticorrupción.


13) Nombrar y evaluar el de desempeño del personal a su cargo en la Oficina de Cumplimiento.


14) Cualquier otra labor inherente al ejercicio de sus funciones, para garantizar la eficiente y oportuna prestación de sus servicios.





TÍTULO III


DE LA COLABORACIÓN Y EL APOYO INVESTIGATIVO.





Artículo 16. – Deber de Colaboración 


Todas las oficinas y despachos judiciales, así como el personal judicial deberán colaborar y rendir los informes, en materia de su competencia, a la Oficina de Cumplimiento, cuando esta así lo requiera para sus investigaciones; debiendo atender las consultas y análisis de datos o información que se les solicite, procurando remitir de manera oportuna y completa los requerimientos solicitados, respetando las competencias y reserva de confidencialidad de cada materia y funciones de la oficina y despacho.





Artículo 17. Consulta a expertos.


Para analizar temas específicos de competencia de la Oficina de Cumplimiento, esta oficina podrá acudir a la asesoría de personas expertas de las diferentes dependencias del Poder Judicial, quienes conforme a sus competencias brindarán la asesoría respectiva. 





Artículo 18.- Equipo de Trabajo Interdisciplinario





La Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno realizarán reuniones trimestrales para implementar valorar acciones de coordinación en el fortalecimiento del sistema de control interno derivadas del riesgo de corrupción; dentro del marco de sus competencias.





Además, podrá convocar a personas de  diferentes dependencias del Poder Judicial, para conformar un equipo de trabajo interdisciplinario con el fin de analizar temas específicos en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad,  que sean de gran interés y alto impacto institucional, en el cual se requiera una visión interdisciplinaria, con el fin de generar insumos que permitan establecer  líneas de acción  y recomendaciones para la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en  materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.





TÍTULO IV


DEL MODELO DE GESTIÓN DE RIESGOS DE CORRUPCIÓN, FRAUDE ORGANIZACIONAL, LA GESTIÓN DE ALERTAS Y DILIGENCIA DE CUMPLIMIENTO.





Artículo 19.- De la metodología de gestión de riesgos de corrupción y fraude organizacional





La Oficina de Cumplimiento podrá realizar estudios para la atención del riesgo de corrupción y fraude organizacional en el Poder Judicial, para lo cual aplicará una herramienta técnica para administrar y controlar este riesgo que afecta a la institución, sus procesos y/o el logro de sus objetivos. Su propósito es aminorar la probabilidad de ocurrencia de un episodio de corrupción, mitigar su impacto y proponer mejora en los controles y procesos existentes. 





La Oficina de Cumplimiento será la responsable de aplicar estos estudios, considerando las disposiciones señaladas en la Ley General de Control Interno y su reglamento, así como en los criterios y directrices generales emitidas por la Contraloría General de la República para el manejo de riesgos en el sector público. 





La valoración del riesgo de corrupción y fraude organizacional estará cargo del jerarca y los titulares subordinados como responsables de los procesos a cargo, quienes contarán con el apoyo y asesoría técnica de la Oficina de Cumplimiento.





El resultado de estos estudios será comunicado a la Oficina de Control Interno para lo de su cargo.





Artículo 20.- De la gestión de alerta de riesgo de corrupción y fraude organizacional. 


La Oficina de Cumplimiento deberá realizar de oficio o a gestión de parte, los estudios respectivos sobre posibles riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses o faltas al deber de probidad dentro del Poder Judicial.





Artículo 21.- Requisitos para la presentación de alerta del riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 


Cualquier persona podrá presentar por escrito y/o completando un formulario que tendrá a disposición la Oficina de Cumplimiento, la alerta de riesgo y hacerla llegar a esta Oficina de forma presencial o por los medios electrónicos que se encuentren disponibles (fax, correo, Teams), y necesariamente deberá consignar la siguiente información: 


1) Nombre de la oficina implicada.


2) Nombre y calidades de la persona que gestiona.


3) Nombre de la persona funcionaria implicada en caso de que lo conozca.


4) Hechos en los que se basa la alerta.


5) Aportar o indicar donde obtener las pruebas o evidencias relacionadas con la alerta.


6) Indicar si el hecho se ha gestionado o está siendo conocido por otra instancia o jefatura. Si se tiene resolución, deberá aportarla junto con la gestión inicial.


7) Medio para atender notificaciones.





Lo anterior sin detrimento de que la Oficina de Cumplimiento solicite mayores datos cuando así se requiera.





Artículo 22.- Alertas anónimas de riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 


Para el caso de las solicitudes anónimas se deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos en el artículo 21 de este reglamento con excepción del inciso 2 referente a la identificación de la persona que gestiona. Lo anterior, sin detrimento de lo establecido en el artículo 13 del Reglamento de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. 





En caso de que la denuncia contenga nombre y calidades de quien gestiona, la Oficina de Cumplimiento deberá garantizar la confidencialidad de los datos personales cuando así sea solicitado.





Artículo 23.- Admisibilidad e investigación de la Alerta de Riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 


Recibida la alerta, la Oficina de Cumplimiento deberá iniciar el trámite de admisibilidad de la gestión. 





Serán admisibles aquellas alertas que expongan una relación de hechos, claros, precisos y concretos que permitan la valoración técnica del supuesto evento que generó el riesgo e identifique el proceso relacionado con esta circunstancia; para lo cual se podrá aportar cualquier prueba que sustente la gestión. 





Artículo 24. Traslado a otras instancias


Cuando la información suministrada arroje una supuesta infracción al deber de probidad, la Oficina de Cumplimiento deberá informar de manera inmediata sobre los hechos a la instancia o autoridad disciplinaria y/o penal competente para el trámite que corresponda. Sin detrimento de las acciones que puedan derivarse conforme a las funciones de la Oficina de Cumplimiento y este reglamento.	





Artículo 25.- Solicitud defectuosa de la alerta de riesgo de corrupción y Fraude organizacional.


Si la solicitud de alerta de riesgo de corrupción y Fraude organizacional, que no llenare los requisitos necesarios referidos en el artículo 21 de este reglamento, la oficina solicitará a la persona gestionante que la corrija y para ello le puntualizará la información omitida otorgándole un plazo de cinco días hábiles para subsanarla.





De no cumplir con los requisitos señalados, siendo estos necesarios para poder realizar su trámite e investigación o la información sea impertinente o improcedente en cuanto a la materia de riesgo de corrupción, se declarará la inadmisibilidad de la gestión.





Artículo 26.- Informe de cumplimiento 


El informe de cumplimiento lo elaborará la Oficial de Cumplimiento con apoyo del personal a cargo de la oficina. El informe puede ser de carácter preventivo o de mitigación de riesgos, y en ambos casos se realizará un análisis a fondo que permita identificar las posibles causas que dieron origen al riesgo puesto en conocimiento.





Asimismo, se emitirán las recomendaciones pertinentes y para ello se otorgará un plazo prudencial de hasta 30 días hábiles, que será definido por la Oficina de cumplimiento, dependiendo de la complejidad de las acciones o medidas sugeridas, para que el destinatario comunique si éstas serán adoptadas o bien si aplicará otras para responder al hallazgo del informe, lo anterior, conforme a los deberes y responsabilidades que establece la Ley General de Control Interno a los jerarcas y titulares subordinados sobre el sistema de control interno y las causales de responsabilidad administrativa.  





El informe de cumplimiento será puesto en conocimiento de la Oficina de Control Interno para lo de su cargo. 





Artículo 27.- Seguimiento de las recomendaciones  


La Oficina de Cumplimiento podrá solicitar, a las oficinas y despachos judiciales, así como al personal judicial, información que permita el seguimiento y monitoreo de las recomendaciones emitidas en el informe de cumplimiento con el fin de procurar que los riesgos hayan sido administrados correctamente.





Artículo 28.- Traslado al superior por debilitamiento del Sistema de Control Interno.


Si el análisis realizado por la Oficina de Cumplimiento arroja elementos que evidencien el debilitamiento del sistema de control interno, en la materia propia de su competencia, según la Ley General de Control Interno y su reglamento, esta Oficina deberá hacer de conocimiento los hallazgos encontrados al Superior Jerárquico del titular subordinado o en su defecto, a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo Superior conforme a sus competencias, para lo de su cargo. Lo anterior, sin detrimento de otras acciones que puedan realizarse ante otras instancias.











TÍTULO V


ATENCIÓN DE CONSULTAS SOBRE LA REGULACIÓN DE


CONFLICTOS DE INTERÉS





Artículo 30- De las consultas relacionadas con la regulación de Conflictos de Interés


Conforme lo dispuesto en el reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de intereses en el Poder Judicial”, le corresponde a la Oficina de Cumplimiento, sin perjuicio de las competencias de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de las competencias propias de dicho reglamento.





Artículo 31.- Forma y contenido de la consulta.


La consulta deberá presentarse por escrito y/o completando un formulario que tendrá a disposición la Oficina de Cumplimiento el cual deberá hacerlo llegar a esta Oficina de forma presencial o por los medios electrónicos que se encuentren disponibles (fax, correo electrónico, Microsoft Teams), y necesariamente deberá consignar la siguiente información:


1) Nombre y calidades de la persona que gestiona.


2) Hechos en los que se basa e indicar el objeto de la consulta.


3) Aportar cualquier medio de prueba que tenga a disposición o indicar donde obtenerlas.


4) Indicar si el hecho se ha gestionado o está siendo conocido por otra instancia o jefatura. Si se tiene resolución, deberá aportarla junto con la gestión inicial.


5) Medio para atender notificaciones.


6) Lo anterior sin detrimento de que la Oficina de Cumplimiento solicite mayores datos cuando así se requiera.





Artículo 32.- Ampliación de información.


La Oficina de Cumplimiento deberá realizar una verificación de la información aportada y de ser necesario, solicitará a la persona gestionante toda aquella información de la que carezca la consulta, de acuerdo a los criterios definidos en el punto anterior. 





Para esto, se otorgará un plazo de cinco días hábiles para que aporte la información requerida, bajo apercibimiento de declarar inadmisible la consulta si con la información aportada inicialmente resulta imposible proceder.





Artículo 33.- Trámite de la consulta.


Recibida la consulta se ingresará al sistema informático con el que cuente la Oficina de Cumplimiento y se asignará una persona responsable para su atención. 





Para tramitar las consultas, la Oficina de Cumplimiento podrá acceder a todas las dependencias judiciales y realizar solicitudes escritas de información a las oficinas o despachos judiciales, consultas presenciales o telefónicas y requerir documentos e información para cumplir sus atribuciones, que deberá ser confidencial. Lo anterior sin perjuicio de la confidencialidad propia de cada proceso administrativo o jurisdiccional, según la naturaleza del mismo y las partes respectivas.  





También podrá solicitar información adicional a la persona gestionante que resulte necesaria para el trámite de la consulta. 





Artículo 34.- Informes de respuestas y recomendaciones. 


La Oficina de Cumplimiento deberá atender o dar respuesta a todas las consultas sometidas a su conocimiento, con la mayor diligencia mediante informes fundados que podrán incluir recomendaciones que deben ser atendidas por las personas funcionarias o instancias correspondientes, y se deberán comunicar a la persona gestionante al medio de notificaciones aportado. 





Artículo 35.-Suspensión de la tramitación de una consulta.


La Oficina de Cumplimiento suspenderá la tramitación de una consulta cuando el mismo hecho ya se encuentre siendo conocido por otra instancia administrativa o judicial competente para resolver. Sin perjuicio de que se puedan emitir recomendaciones apegadas a las funciones de la Oficina de Cumplimiento y establecidas en este reglamento.








TITULO VI


DISPOSICIONES FINALES 





Artículo 36. - Vigencia. 


 El presente reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial.





Artículo 37.- Modificaciones:


Se modifican los artículos 43 y 44 del Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", aprobado por la sesión de Corte Plena, No. 14-19 celebrada el 1 de abril de 2019, artículo XIII. 


Para que en adelante se lea de la siguiente manera: 


“Artículo 43.-Divulgación y sensibilización. La institución tiene el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia a través de las siguientes instancias:


a) La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.


b) La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial. Así mismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento dentro de los programas de inducción institucional.


Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido, coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Corte Suprema de Justicia.


Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.”





“Artículo 44.-Consulta e interpretación y aplicación. 


Le corresponde a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Corte Suprema de Justicia, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento”.
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Oficia



l de Cumplimiento del Poder Judicial 



 



S.  D.



 



 



 



Estimad



a



 



Señora:



 



Me refiero al correo electrónico de fecha 



2



4



 



de 



junio del



 



2024, suscrito por 



M.Sc  



Kenia Alvarado Villalobos



, en el cual se 



solicita 



a esta Dirección Jurídica 



lo siguiente: 



 



“Estimado Rodrigo y estimada Argili, reciban un cordial saludo



 



 



La Contraloría General de la República mediante oficio DFOE



-



GOB



-



IAD



-



00004



-



2



024



-



CGR, remitió el informe final de INFORME DE AUDITORÍA 



ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL 



INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER 



JUDICIAL, en el que emitieron una serie de Disposición y acciones de 



Acreditación con 



un plazo determinado. 



 



En atención a ello, la Presidencia de la Corte convocó a las instancias vinculadas 



a una sesión de trabajo para definir las acciones a seguir, y se establecieron una 



serie de acuerdos para atender 



-



en tiempo



-



 



los requerimientos del e



nte contralor; 



entre ellos, la Disposición 4.4 que se cita a continuación. En este caso, se acordó 



modificar el borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento para agregar 



la definición y oficialización del canal de comunicación entre la Oficina de 



C



umplimiento y la Oficina de Control Interno. 



 



Por esta razón, existiendo la revisión y aprobación de las dos instancias  (Oficina 



de Cumplimiento y Oficina de Control Interno), se remite para su valoración la 



propuesta para su valoración. La modificación s



e visualiza en color rojo. 



 



Quedamos atentos a sus observaciones, y en caso de ser necesario una reunión 



para abordar consultas, favor indicarnos proponiendo hora y fecha.



”



 



Componente 



SCI



 



 



Disposición



 



Acreditación 



–



 



Disposición



 



 



 



 



 



 



Ambiente de 



Control



 



4.4. Definir, oficializar e 



implementar los canales de 



comunicación, los aspectos de 



coordinación indispensable, y 



los puntos de interacción entre 



la Oficina de Control Interno y 



la Oficina de Cumplimiento, de 



forma que permita la ejecución 



de acciones com



plementarias e 



integradas para la valoración 



de riesgos de corrupción. 



Para dar por acreditada esta 



disposición deberá remitir al 



Área de Seguimiento para la 



Mejora Pública de la Contraloría 



General, lo siguiente:



 



 



i. Al 30 de agosto de 2024, una 



certificación donde se acredite 



que se realizó la definición y 



oficialización de los canales de 



comunicación, los aspectos de 
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San José,   27   de  junio   del 20 2 4       Oficio  N°   DJ - 1246 - 202 4     M . Sc    Kenia Alvarado Villalobos   Oficia l de Cumplimiento del Poder Judicial    S.  D.       Estimad a   Señora:   Me refiero al correo electrónico de fecha  2 4   de  junio del   2024, suscrito por  M.Sc   Kenia Alvarado Villalobos , en el cual se  solicita  a esta Dirección Jurídica  lo siguiente:    “Estimado Rodrigo y estimada Argili, reciban un cordial saludo     La Contraloría General de la República mediante oficio DFOE - GOB - IAD - 00004 - 2 024 - CGR, remitió el informe final de INFORME DE AUDITORÍA  ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL  INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER  JUDICIAL, en el que emitieron una serie de Disposición y acciones de  Acreditación con  un plazo determinado.    En atención a ello, la Presidencia de la Corte convocó a las instancias vinculadas  a una sesión de trabajo para definir las acciones a seguir, y se establecieron una  serie de acuerdos para atender  - en tiempo -   los requerimientos del e nte contralor;  entre ellos, la Disposición 4.4 que se cita a continuación. En este caso, se acordó  modificar el borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento para agregar  la definición y oficialización del canal de comunicación entre la Oficina de  C umplimiento y la Oficina de Control Interno.    Por esta razón, existiendo la revisión y aprobación de las dos instancias  (Oficina  de Cumplimiento y Oficina de Control Interno), se remite para su valoración la  propuesta para su valoración. La modificación s e visualiza en color rojo.    Quedamos atentos a sus observaciones, y en caso de ser necesario una reunión  para abordar consultas, favor indicarnos proponiendo hora y fecha. ”  


Componente  SCI    Disposición  Acreditación  –   Disposición  


          Ambiente de  Control  4.4. Definir, oficializar e  implementar los canales de  comunicación, los aspectos de  coordinación indispensable, y  los puntos de interacción entre  la Oficina de Control Interno y  la Oficina de Cumplimiento, de  forma que permita la ejecución  de acciones com plementarias e  integradas para la valoración  de riesgos de corrupción. Para dar por acreditada esta  disposición deberá remitir al  Área de Seguimiento para la  Mejora Pública de la Contraloría  General, lo siguiente:     i. Al 30 de agosto de 2024, una  certificación donde se acredite  que se realizó la definición y  oficialización de los canales de  comunicación, los aspectos de 
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Estimados integrantes de la Comisión de Transparencia, reciban un cordial saludo de mi parte. 



 



        Por así requerirse en el trámite, se les pone en conocimiento la modificación realizada al borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento, propuesta elaborada entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento, en acatamiento del informe de la Contraloría General de la República DFOE-GOB-IAD-00004-2024-CGR. Se traslada el oficio DJ-1246-2024 y el borrador de reglamento -versión 24 de junio-.



 



 



Es importante resaltar que, según se nos ha informado, dicho trabajo ya fue trasladado a la Dirección Jurídica, y no se han presentado observaciones al mismo.



 



En caso de tener algún punto  que deseen comentar, se les agradece hacerlo ver por este medio, antes del jueves de esta semana, para poder seguir avanzando en el proceso.



 



Sin otro particular me despido y, me mantengo a sus órdenes.



 



 







 



 



 



 



 



 



De: Kenia Alvarado Villalobos <kalvaradov@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 2 de julio de 2024 09:37
Para: Fabiola Quesada Jimenez <fquesadaji@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de Transparencia <comisiondetransparen@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cumplimiento <oficinacumplimiento@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>; Hugo Hernández Alfaro <hhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Brenes Azofeifa <jbrenesa@Poder-Judicial.go.cr>; Catalina Blanco Sanchez <cblancosa@Poder-Judicial.go.cr>; Randall Zuñiga Palacios <rzunigap@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Se remite criterio de la Dirección Jurídica sobre modificación al borrador del reglamento de la Oficina de Cumplimiento 



 



Estimada Fabiola, buenos días



 



Superado el plazo otorgado -lunes 1 de julio-  sin que se presentaran observaciones al criterio de la Dirección Jurídica sobre la modificación realizada al borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento, propuesta elaborada entre la Oficina de Control Interno y esta instancia en acatamiento del informe de la Contraloría General de la República DFOE-GOB-IAD-00004-2024-CGR, procedo a trasladar el oficio DJ-1246-2024 y el borrador de reglamento -versión 24 de junio-  para que se ponga en conocimiento de las personas integrantes de la Comisión de Transparencia. 



 



Saludos cordiales, 



 



Atentamente;



 







 



De: Kenia Alvarado Villalobos 
Enviado el: jueves, 27 de junio de 2024 14:49
Para: Hugo Hernández Alfaro <hhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Brenes Azofeifa <jbrenesa@Poder-Judicial.go.cr>; Catalina Blanco Sanchez <cblancosa@Poder-Judicial.go.cr>; Randall Zuñiga Palacios <rzunigap@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Roger Mata Brenes <rmata@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cumplimiento <oficinacumplimiento@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge David Morales Ramírez <jmoralesr@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Se remite criterio de la Dirección Jurídica sobre modificación al borrador del reglamento de la Oficina de Cumplimiento 



 



Buenas tardes compañeros y compañera, 



 



Comparto el oficio DJ-1246-2024 de la Dirección Jurídica que emite criterio respecto a la propuesta de modificación del reglamento de la Oficina de Cumplimiento para atender el informe de la Contraloría General de la República DFOE-GOB-IAD-00004-2024-CGR. 



En resumen, la Dirección Jurídica no tiene observaciones a los artículos 19 y 26, únicamente, al numeral 18, proponiendo la siguiente redacción: 



 



“Artículo 18.- Equipo de Trabajo Interdisciplinario



 



La Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno realizarán reuniones trimestrales para implementar valorar acciones de coordinación en el fortalecimiento del sistema de control interno derivadas del riesgo de corrupción; dentro del marco de sus competencias.



 



Además, podrá convocar a personas de  diferentes dependencias del Poder Judicial, para conformar un equipo de trabajo interdisciplinario con el fin de analizar temas específicos en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad,  que sean de gran interés y alto impacto institucional, en el cual se requiera una visión interdisciplinaria, con el fin de generar insumos que permitan establecer  líneas de acción  y recomendaciones para la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en  materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.”



 



Considero que la modificación de la Dirección Jurídica es atinente, mantiene el propósito de la propuesta inicial y mejora la redacción de la norma. 



Comparto el oficio para sus observaciones dando plazo al lunes primero de julio, para luego proceder a trasladar a la Comisión de Transparencia para que sea conocido en la sesión del viernes 5 de julio, apegados al cronograma definido. 



 



 



Atentamente;



 







 



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 
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San José, 27 de junio del 2024


  Oficio N° DJ-1246-2024





M.Sc  Kenia Alvarado Villalobos


Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial 


S.  D.


	


Estimada Señora:


[bookmark: _Hlk170378182]Me refiero al correo electrónico de fecha 24 de junio del 2024, suscrito por M.Sc  Kenia Alvarado Villalobos, en el cual se solicita a esta Dirección Jurídica lo siguiente: 


“Estimado Rodrigo y estimada Argili, reciban un cordial saludo





La Contraloría General de la República mediante oficio DFOE-GOB-IAD-00004-2024-CGR, remitió el informe final de INFORME DE AUDITORÍA ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER JUDICIAL, en el que emitieron una serie de Disposición y acciones de Acreditación con un plazo determinado. 


En atención a ello, la Presidencia de la Corte convocó a las instancias vinculadas a una sesión de trabajo para definir las acciones a seguir, y se establecieron una serie de acuerdos para atender -en tiempo- los requerimientos del ente contralor; entre ellos, la Disposición 4.4 que se cita a continuación. En este caso, se acordó modificar el borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento para agregar la definición y oficialización del canal de comunicación entre la Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno. 


Por esta razón, existiendo la revisión y aprobación de las dos instancias  (Oficina de Cumplimiento y Oficina de Control Interno), se remite para su valoración la propuesta para su valoración. La modificación se visualiza en color rojo. 


Quedamos atentos a sus observaciones, y en caso de ser necesario una reunión para abordar consultas, favor indicarnos proponiendo hora y fecha.”


			Componente SCI





			Disposición


			Acreditación – Disposición





			














Ambiente de Control


			4.4. Definir, oficializar e implementar los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento, de forma que permita la ejecución de acciones complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción. Dicha interacción debería responder a un proceso articulado y a criterios de actuación, de forma tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto contribuya de forma coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y de una cultura anticorrupción.








			Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:





i. Al 30 de agosto de 2024, una certificación donde se acredite que se realizó la definición y oficialización de los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre dichas instancias.





ii. Al 31 de octubre de 2024, una certificación en la que conste el avance en la implementación de los canales de comunicación, la coordinación indispensable, y la interacción entre dichas instancias.











En atención de lo anterior esta unidad asesora procede analizar la modificación de la propuesta de reglamento:


Una vez analizada las modificaciones incluidas en el artículo 18 sugiere valorar la siguiente propuesta de redacción: 


“Artículo 18.- Equipo de Trabajo Interdisciplinario





[bookmark: _Hlk170377888]La Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno realizarán reuniones trimestrales para implementar valorar acciones de coordinación en el fortalecimiento del sistema de control interno derivadas del riesgo de corrupción; dentro del marco de sus competencias.





Además, podrá convocar a personas de  diferentes dependencias del Poder Judicial, para conformar un equipo de trabajo interdisciplinario con el fin de analizar temas específicos en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad,  que sean de gran interés y alto impacto institucional, en el cual se requiera una visión interdisciplinaria, con el fin de generar insumos que permitan establecer  líneas de acción  y recomendaciones para la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en  materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.”





Ahora bien, en las modificaciones realizadas en los artículos 19 y 26, esta Dirección no tiene observaciones, sin embargo, se recomienda revisar el consecutivo de los artículos, porque hay una diferencia del artículo 28 y el siguiente es el artículo 30.


Se adjunta la propuesta enviada, la cual ya contiene la sugerencia de redacción en el artículo 18. 





Atentamente,








Licda. Laura Moreira Barrantes                                MSC. Argili Gómez Siu


Asesora Jurídica a.í.                                                         Sub Directora Jurídica














MSC. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo


Director Jurídico
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Versión 24 de junio







REGLAMENTO DE FUNCIONAMIENTO DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO DEL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA.







TÍTULO I



DISPOSICIONES GENERALES







Artículo 1.- Objeto.



El presente reglamento tiene por objeto normar las funciones, competencias y organización de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial. 







Artículo 2.- Ámbito de aplicación.



Las competencias establecidas en el presente reglamento por parte de la Oficina de Cumplimiento comprenden todas las personas servidoras de los despachos judiciales, auxiliares de la justicia y administrativos del Poder Judicial, así como personas meritorias y aquellas que participen como colaboradoras voluntarias en los diferentes programas y proyectos institucionales.   







[bookmark: _Hlk147822381]Artículo 3.- Naturaleza de la Oficina de Cumplimiento.



La Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial es un órgano adscrito a la Corte Suprema de Justicia, que depende para efectos administrativos de su Presidencia y que cumple funciones consultivas y de asesoría técnica en la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.







Artículo 4.- Independencia de criterio 



Para el cumplimiento de sus funciones, la Oficina de Cumplimiento actuará con independencia de criterio, sin perjuicio de las potestades de dirección y jerarquía de la Corte Suprema de Justicia. 







Artículo 5.- Deber de Confidencialidad.



Para la ejecución de sus labores, las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, se encuentran sujetas a mantener la reserva y sigilo de la información obtenida en razón del ejercicio del cargo que desempeñan. Esta obligación se mantendrá aún si dejaran de laborar en esta Oficina.







Artículo 6.- Deber de abstención.



En el ejercicio de sus funciones, a las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, le serán aplicables las causales de abstención establecidas en la Regulación para la Prevención Identificación y Gestión Adecuada de los Conflictos de Intereses o en su defecto las normas establecidas en el Código Procesal Civil y Ley Orgánica del Poder Judicial.







Artículo 7. Responsabilidad del personal judicial.



Las personas servidoras judiciales que incumplan lo dispuesto en este Reglamento, podrán ser objeto de justa causa para la aplicación del régimen disciplinario según la calificación de la falta, debidamente comprobado y previo cumplimiento del debido proceso.







Artículo 8.- Definiciones. 



Para la comprensión del alcance de este Reglamento, se definen las siguientes palabras claves: 







8.1) Alerta/alarma: señales que pueden advertir la ocurrencia de un riesgo.



8.2) Compliance: sinónimo de cumplimiento normativo. Sistema o programa integrado por un conjunto de buenas prácticas, subsistemas de gestión y modelos organizativos, dirigidos a ejecutar una adecuada gestión del riesgo de corrupción y promover una cultura de legalidad e integridad judicial



8.3) Corrupción: el abuso del poder en cargos públicos y privados para beneficio propio o de un tercero.  



8.4) Diligencia de cumplimiento: es la tarea, trabajo o asignación que se realiza cuando se detecta un riesgo usualmente de corrupción y/o fraude organizacional.



8.5) Fraude Organizacional: gama de comportamientos o conductas, compuesto por actos desleales, intencionales e irregulares, que pueden ser económicos, financieros, operativos u organizacionales, realizados para obtener o sostener un beneficio personal o para un tercero.



8.6) Integridad: referido a la probidad y compromiso firme de cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico para la satisfacción del interés general y los objetivos institucionales.



8.7) Riesgo: probabilidad de que ocurra un evento, cuyas consecuencias dificulten o impidan el logro de los objetivos de un despacho u oficina en particular o de la institución en general y que afecte los servicios de administración de justicia pronta, cumplida y accesible.



8.8) Riesgo de Corrupción: probabilidad u ocurrencia de un evento en el que, mediante el uso indebido del poder y de los recursos públicos para ventaja personal o beneficio de terceros, perjudique el interés general. 



8.9) Riesgo de cumplimiento: probabilidad de ocurrencia y las consecuencias del no cumplimiento de las obligaciones de compliance de una organización. 



8.10) Titular subordinado: persona funcionaria de la administración activa, responsable de un proceso, con autoridad para ordenar y tomar decisiones.







Artículo 9.- Supletoriedad.



En lo no expresamente previsto en el presente reglamento, se aplicará el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", Ley General de Control Interno, Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley General de la Administración Pública, y demás normativa aplicable.







TÍTULO II



ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO







Artículo 10.- Organización interna 



La Oficina de Cumplimiento estará conformada por una persona Oficial de Cumplimiento y por el personal profesional y de apoyo requerido según los estudios técnicos que así lo determinen, que les permitan responder y cumplir con sus competencias y propósitos institucionales en cuanto a eficiencia, eficacia y efectividad para la prestación de los servicios. 







Artículo 11.- De la dependencia de la Oficina para efectos administrativos



La Oficina de Cumplimiento dependerá para efectos administrativos de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 







Artículo 12.- Relación con la Comisión de Transparencia y Anticorrupción.



La Oficina de Cumplimiento tiene una relación de coordinación y cooperación administrativa con la Comisión de Transparencia y Anticorrupción y en razón de lo anterior, le corresponde:







1) Coordinar y articular a nivel institucional la implementación, control y supervisión del diseño de las líneas de acción para mitigar las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad. 



2) Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos de la Comisión, así como a los proyectos y programas delegados que se encuentren relacionados con la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción y fraude organizacional en el Poder Judicial.



3) Rendir informe de cumplimiento de las labores encomendadas en virtud de la aplicación del inciso 2 del presente artículo. 



4) Cualquier otra labor compatible con las funciones que realice la Comisión de Transparencia en coordinación con la Oficina de Cumplimiento. 







Artículo 13.- Competencia de la Oficina de Cumplimiento.



 Para alcanzar sus objetivos, la Oficina de Cumplimiento tendrá las siguientes funciones: 







1) Asesorar y brindar apoyo consultivo a las diferentes instancias jerárquicas del Poder Judicial, en materia de prevención y administración del riesgo de corrupción y fraude organizacional interno, faltas al deber de probidad, y de cumplimiento normativo o compliance público, así como de conflictos de intereses.



2) Desarrollar, implementar, adaptar, mejorar y ejecutar el modelo de gestión de cumplimiento normativo del plan de acción de la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, que responda a los objetivos institucionales y operativos en materia de integridad pública, adoptados por la institución.



3) Diseñar, apoyar y elaborar instrumentos de alcance institucional en materia de riesgo de corrupción, su prevención, detección y reacción.



4) Promover, coordinar y supervisar el cumplimiento de las obligaciones derivadas en el reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”.



5) [bookmark: _Hlk64215846]Atender las consultas que formulen las personas usuarias internas y externas de la institución sobre la interpretación y aplicación del reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”. 



6) Diseñar, implementar y monitorear los sistemas de alertas tempranas de prevención que permitan identificar potenciales riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas a la probidad, para su adecuada administración.



7) Desarrollar y promover el análisis de datos e información para la investigación del fenómeno de la corrupción, conflictos de intereses, fraude organizacional e infracción a la probidad a lo interno del Poder Judicial.



8) Evaluar y mejorar de manera continua el sistema de compliance del Poder Judicial en procura del fortalecimiento del modelo de prevención, identificación y reacción ante riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses, y faltas al deber de probidad. 



9) Ejecutar, evaluar y mejorar la metodología especializada para la gestión del riesgo de corrupción atendiendo a los estándares internacionales en la materia y las directrices internas, en cumplimiento de los objetivos estratégicos institucionales.



10) Realizar las diligencias de cumplimiento, para la prevención y administración de riesgos de corrupción, fraude organizacional interno y faltas a la probidad. 



11) Evaluar, analizar el impacto, e informar o alertar a los niveles jerárquicos sobre los hallazgos detectados en la gestión de cumplimiento y emitir recomendaciones para tratarlos y así, evitar que se afecte el servicio público, las metas y objetivos institucionales.



12) Fomentar, establecer y mantener un mecanismo de colaboración, coordinación y cooperación, conforme a sus competencias, con las diferentes instancias del Poder Judicial.



13) Cualquier otra labor compatible con las funciones que se asigne a la Oficina de Cumplimiento por parte de la Presidencia de la Corte, el Consejo Superior, Corte Suprema de Justicia y Comisión de Transparencia y Anticorrupción. 







Artículo 14.- Nombramiento y requisitos para ocupar el cargo de Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial.



Corresponde a la Corte Suprema de Justicia, designar en sesión de Corte Plena, a la persona Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial.



Para ser titular de ese cargo, se requiere:







1) Ser profesional en Derecho o Administración Pública.



2) Contar con formación académica especializada con un plan de estudios de al menos 1000 horas en Compliance (Cumplimiento normativo).



3) Acreditar al menos tres años de experiencia profesional en labores asociadas a modelos de cumplimiento normativo mediante constancias o declaración jurada debidamente protocolizada del tiempo servido.  En caso de que la experiencia sea adquirida prestando los servicios para un tercero público o privado el documento deberá al menos contener: lugar donde laboró, fecha de ingreso y de salida, cargo ocupado, requisitos, funciones desempeñadas, si tuvo permisos sin goce de salario, periodo del permiso y motivo de salida.  Si la experiencia se ha obtenido en el ejercicio liberal de la profesión, se debe especificar en la declaración jurada lo siguiente:  en que se ha constituido la experiencia, cargo ocupado, requisitos y funciones desempeñadas. La administración podrá eventualmente requerir información complementaria sobre la experiencia indicada.



4) Contar con experiencia acreditada en puestos de dirección de personal.



5) Las personas que se postulen para el puesto de Oficial de Cumplimiento deberán cumplir con todos los requisitos y evaluaciones técnicas del proceso de selección de personal para acreditar la idoneidad ética y moral. 



[bookmark: _Hlk126332355]



Artículo 15.- Funciones de la persona Oficial de Cumplimiento. La persona Oficial de Cumplimiento tiene las siguientes funciones:







1) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, ejecutar y supervisar la gestión de la Oficina de Cumplimiento, hacer cumplir el presente Reglamento y vigilar el desarrollo de las funciones asignadas.



2) Delegar en el personal a cargo la emisión de criterios, informes de cumplimiento y cualquier otra labor necesaria bajo su supervisión.



3) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, ejecutar y supervisar la gestión de modelos de cumplimiento normativo y de buenas prácticas con enfoque de riesgo de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas al deber de probidad, en la organización judicial. 



4) Proponer, diseñar, planear, dar seguimiento y emitir lineamientos respecto al plan de acción de la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, para garantizar su efectivo cumplimiento. 



5) Fungir como asesor o asesora especializada en materia de conflictos de intereses, riesgo de corrupción y fraude organizacional interno y cumplimiento normativo, de la Presidencia de la Corte, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo Superior, Comisión de Transparencia y Anticorrupción y las distintas oficinas y despachos judiciales del Poder Judicial, cuando se requiera.



6) Fungir como supervisor o supervisora de la sostenibilidad del modelo de compliance en el Poder Judicial.



7) Dirigir, coordinar y generar propuestas estratégicas y de mejora continua, con las oficinas o dependencias vinculadas en los procesos de gestión del riesgo y el sistema de gestión de cumplimiento, para el fortalecimiento de las capacidades institucionales del Poder Judicial.



8) Proponer lineamientos institucionales sobre el adecuado manejo y trámite de asuntos de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional interno y faltas a la probidad, así como sobre los registros, confección de proyectos de resolución, criterios y otros documentos. 



9) Brindar apoyo y asistencia técnica -jurídica especializada en labores variadas de administración del riesgo de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas al deber de probidad



10) [bookmark: _Int_v4Uxc9VF]Presentar el plan anual de trabajo y del proyecto de presupuesto de la Oficina de Cumplimiento ante las instancias respectivas para su trámite. Asimismo, presentar el informe anual de labores para su evaluación ante el superior inmediato. 



11) Asistir, dirigir y coordinar reuniones, en asuntos de su competencia, y comunicarse con los diferentes participantes con el objeto de brindar las recomendaciones del caso.



12) Participar en los grupos de trabajo gerenciales o comisiones a solicitud de la Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior, Presidencia de la Corte o Comisión de Transparencia y Anticorrupción.



13) Nombrar y evaluar el de desempeño del personal a su cargo en la Oficina de Cumplimiento.



14) Cualquier otra labor inherente al ejercicio de sus funciones, para garantizar la eficiente y oportuna prestación de sus servicios.







TÍTULO III



DE LA COLABORACIÓN Y EL APOYO INVESTIGATIVO.







Artículo 16. – Deber de Colaboración 



Todas las oficinas y despachos judiciales, así como el personal judicial deberán colaborar y rendir los informes, en materia de su competencia, a la Oficina de Cumplimiento, cuando esta así lo requiera para sus investigaciones; debiendo atender las consultas y análisis de datos o información que se les solicite, procurando remitir de manera oportuna y completa los requerimientos solicitados, respetando las competencias y reserva de confidencialidad de cada materia y funciones de la oficina y despacho.







Artículo 17. Consulta a expertos.



Para analizar temas específicos de competencia de la Oficina de Cumplimiento, esta oficina podrá acudir a la asesoría de personas expertas de las diferentes dependencias del Poder Judicial, quienes conforme a sus competencias brindarán la asesoría respectiva. 







Artículo 18.- Equipo de Trabajo Interdisciplinario







La Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno realizarán reuniones trimestrales para implementar valorar acciones de coordinación en el fortalecimiento del sistema de control interno derivadas del riesgo de corrupción; dentro del marco de sus competencias.







Además, podrá convocar a personas de  diferentes dependencias del Poder Judicial, para conformar un equipo de trabajo interdisciplinario con el fin de analizar temas específicos en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad,  que sean de gran interés y alto impacto institucional, en el cual se requiera una visión interdisciplinaria, con el fin de generar insumos que permitan establecer  líneas de acción  y recomendaciones para la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en  materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.







TÍTULO IV



DEL MODELO DE GESTIÓN DE RIESGOS DE CORRUPCIÓN, FRAUDE ORGANIZACIONAL, LA GESTIÓN DE ALERTAS Y DILIGENCIA DE CUMPLIMIENTO.







Artículo 19.- De la metodología de gestión de riesgos de corrupción y fraude organizacional







La Oficina de Cumplimiento podrá realizar estudios para la atención del riesgo de corrupción y fraude organizacional en el Poder Judicial, para lo cual aplicará una herramienta técnica para administrar y controlar este riesgo que afecta a la institución, sus procesos y/o el logro de sus objetivos. Su propósito es aminorar la probabilidad de ocurrencia de un episodio de corrupción, mitigar su impacto y proponer mejora en los controles y procesos existentes. 







La Oficina de Cumplimiento será la responsable de aplicar estos estudios, considerando las disposiciones señaladas en la Ley General de Control Interno y su reglamento, así como en los criterios y directrices generales emitidas por la Contraloría General de la República para el manejo de riesgos en el sector público. 







La valoración del riesgo de corrupción y fraude organizacional estará cargo del jerarca y los titulares subordinados como responsables de los procesos a cargo, quienes contarán con el apoyo y asesoría técnica de la Oficina de Cumplimiento.







El resultado de estos estudios será comunicado a la Oficina de Control Interno para lo de su cargo.







Artículo 20.- De la gestión de alerta de riesgo de corrupción y fraude organizacional. 



La Oficina de Cumplimiento deberá realizar de oficio o a gestión de parte, los estudios respectivos sobre posibles riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses o faltas al deber de probidad dentro del Poder Judicial.







Artículo 21.- Requisitos para la presentación de alerta del riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 



Cualquier persona podrá presentar por escrito y/o completando un formulario que tendrá a disposición la Oficina de Cumplimiento, la alerta de riesgo y hacerla llegar a esta Oficina de forma presencial o por los medios electrónicos que se encuentren disponibles (fax, correo, Teams), y necesariamente deberá consignar la siguiente información: 



1) Nombre de la oficina implicada.



2) Nombre y calidades de la persona que gestiona.



3) Nombre de la persona funcionaria implicada en caso de que lo conozca.



4) Hechos en los que se basa la alerta.



5) Aportar o indicar donde obtener las pruebas o evidencias relacionadas con la alerta.



6) Indicar si el hecho se ha gestionado o está siendo conocido por otra instancia o jefatura. Si se tiene resolución, deberá aportarla junto con la gestión inicial.



7) Medio para atender notificaciones.







Lo anterior sin detrimento de que la Oficina de Cumplimiento solicite mayores datos cuando así se requiera.







Artículo 22.- Alertas anónimas de riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 



Para el caso de las solicitudes anónimas se deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos en el artículo 21 de este reglamento con excepción del inciso 2 referente a la identificación de la persona que gestiona. Lo anterior, sin detrimento de lo establecido en el artículo 13 del Reglamento de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. 







En caso de que la denuncia contenga nombre y calidades de quien gestiona, la Oficina de Cumplimiento deberá garantizar la confidencialidad de los datos personales cuando así sea solicitado.







Artículo 23.- Admisibilidad e investigación de la Alerta de Riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 



Recibida la alerta, la Oficina de Cumplimiento deberá iniciar el trámite de admisibilidad de la gestión. 







Serán admisibles aquellas alertas que expongan una relación de hechos, claros, precisos y concretos que permitan la valoración técnica del supuesto evento que generó el riesgo e identifique el proceso relacionado con esta circunstancia; para lo cual se podrá aportar cualquier prueba que sustente la gestión. 







Artículo 24. Traslado a otras instancias



Cuando la información suministrada arroje una supuesta infracción al deber de probidad, la Oficina de Cumplimiento deberá informar de manera inmediata sobre los hechos a la instancia o autoridad disciplinaria y/o penal competente para el trámite que corresponda. Sin detrimento de las acciones que puedan derivarse conforme a las funciones de la Oficina de Cumplimiento y este reglamento.	







Artículo 25.- Solicitud defectuosa de la alerta de riesgo de corrupción y Fraude organizacional.



Si la solicitud de alerta de riesgo de corrupción y Fraude organizacional, que no llenare los requisitos necesarios referidos en el artículo 21 de este reglamento, la oficina solicitará a la persona gestionante que la corrija y para ello le puntualizará la información omitida otorgándole un plazo de cinco días hábiles para subsanarla.







De no cumplir con los requisitos señalados, siendo estos necesarios para poder realizar su trámite e investigación o la información sea impertinente o improcedente en cuanto a la materia de riesgo de corrupción, se declarará la inadmisibilidad de la gestión.







Artículo 26.- Informe de cumplimiento 



El informe de cumplimiento lo elaborará la Oficial de Cumplimiento con apoyo del personal a cargo de la oficina. El informe puede ser de carácter preventivo o de mitigación de riesgos, y en ambos casos se realizará un análisis a fondo que permita identificar las posibles causas que dieron origen al riesgo puesto en conocimiento.







Asimismo, se emitirán las recomendaciones pertinentes y para ello se otorgará un plazo prudencial de hasta 30 días hábiles, que será definido por la Oficina de cumplimiento, dependiendo de la complejidad de las acciones o medidas sugeridas, para que el destinatario comunique si éstas serán adoptadas o bien si aplicará otras para responder al hallazgo del informe, lo anterior, conforme a los deberes y responsabilidades que establece la Ley General de Control Interno a los jerarcas y titulares subordinados sobre el sistema de control interno y las causales de responsabilidad administrativa.  







El informe de cumplimiento será puesto en conocimiento de la Oficina de Control Interno para lo de su cargo. 







Artículo 27.- Seguimiento de las recomendaciones  



La Oficina de Cumplimiento podrá solicitar, a las oficinas y despachos judiciales, así como al personal judicial, información que permita el seguimiento y monitoreo de las recomendaciones emitidas en el informe de cumplimiento con el fin de procurar que los riesgos hayan sido administrados correctamente.







Artículo 28.- Traslado al superior por debilitamiento del Sistema de Control Interno.



Si el análisis realizado por la Oficina de Cumplimiento arroja elementos que evidencien el debilitamiento del sistema de control interno, en la materia propia de su competencia, según la Ley General de Control Interno y su reglamento, esta Oficina deberá hacer de conocimiento los hallazgos encontrados al Superior Jerárquico del titular subordinado o en su defecto, a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo Superior conforme a sus competencias, para lo de su cargo. Lo anterior, sin detrimento de otras acciones que puedan realizarse ante otras instancias.















TÍTULO V



ATENCIÓN DE CONSULTAS SOBRE LA REGULACIÓN DE



CONFLICTOS DE INTERÉS







Artículo 30- De las consultas relacionadas con la regulación de Conflictos de Interés



Conforme lo dispuesto en el reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de intereses en el Poder Judicial”, le corresponde a la Oficina de Cumplimiento, sin perjuicio de las competencias de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de las competencias propias de dicho reglamento.







Artículo 31.- Forma y contenido de la consulta.



La consulta deberá presentarse por escrito y/o completando un formulario que tendrá a disposición la Oficina de Cumplimiento el cual deberá hacerlo llegar a esta Oficina de forma presencial o por los medios electrónicos que se encuentren disponibles (fax, correo electrónico, Microsoft Teams), y necesariamente deberá consignar la siguiente información:



1) Nombre y calidades de la persona que gestiona.



2) Hechos en los que se basa e indicar el objeto de la consulta.



3) Aportar cualquier medio de prueba que tenga a disposición o indicar donde obtenerlas.



4) Indicar si el hecho se ha gestionado o está siendo conocido por otra instancia o jefatura. Si se tiene resolución, deberá aportarla junto con la gestión inicial.



5) Medio para atender notificaciones.



6) Lo anterior sin detrimento de que la Oficina de Cumplimiento solicite mayores datos cuando así se requiera.







Artículo 32.- Ampliación de información.



La Oficina de Cumplimiento deberá realizar una verificación de la información aportada y de ser necesario, solicitará a la persona gestionante toda aquella información de la que carezca la consulta, de acuerdo a los criterios definidos en el punto anterior. 







Para esto, se otorgará un plazo de cinco días hábiles para que aporte la información requerida, bajo apercibimiento de declarar inadmisible la consulta si con la información aportada inicialmente resulta imposible proceder.







Artículo 33.- Trámite de la consulta.



Recibida la consulta se ingresará al sistema informático con el que cuente la Oficina de Cumplimiento y se asignará una persona responsable para su atención. 







Para tramitar las consultas, la Oficina de Cumplimiento podrá acceder a todas las dependencias judiciales y realizar solicitudes escritas de información a las oficinas o despachos judiciales, consultas presenciales o telefónicas y requerir documentos e información para cumplir sus atribuciones, que deberá ser confidencial. Lo anterior sin perjuicio de la confidencialidad propia de cada proceso administrativo o jurisdiccional, según la naturaleza del mismo y las partes respectivas.  







También podrá solicitar información adicional a la persona gestionante que resulte necesaria para el trámite de la consulta. 







Artículo 34.- Informes de respuestas y recomendaciones. 



La Oficina de Cumplimiento deberá atender o dar respuesta a todas las consultas sometidas a su conocimiento, con la mayor diligencia mediante informes fundados que podrán incluir recomendaciones que deben ser atendidas por las personas funcionarias o instancias correspondientes, y se deberán comunicar a la persona gestionante al medio de notificaciones aportado. 







Artículo 35.-Suspensión de la tramitación de una consulta.



La Oficina de Cumplimiento suspenderá la tramitación de una consulta cuando el mismo hecho ya se encuentre siendo conocido por otra instancia administrativa o judicial competente para resolver. Sin perjuicio de que se puedan emitir recomendaciones apegadas a las funciones de la Oficina de Cumplimiento y establecidas en este reglamento.











TITULO VI



DISPOSICIONES FINALES 







Artículo 36. - Vigencia. 



 El presente reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial.







Artículo 37.- Modificaciones:



Se modifican los artículos 43 y 44 del Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", aprobado por la sesión de Corte Plena, No. 14-19 celebrada el 1 de abril de 2019, artículo XIII. 



Para que en adelante se lea de la siguiente manera: 



“Artículo 43.-Divulgación y sensibilización. La institución tiene el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia a través de las siguientes instancias:



a) La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.



b) La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial. Así mismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento dentro de los programas de inducción institucional.



Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido, coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Corte Suprema de Justicia.



Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.”







“Artículo 44.-Consulta e interpretación y aplicación. 



Le corresponde a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Corte Suprema de Justicia, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento”.
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Kenia Alvarado Villalobos




 




Oficia




l de Cumplimiento del Poder Judicial 




 




S.  D.




 




 




 




Estimad




a




 




Señora:




 




Me refiero al correo electrónico de fecha 




2




4




 




de 




junio del




 




2024, suscrito por 




M.Sc  




Kenia Alvarado Villalobos




, en el cual se 




solicita 




a esta Dirección Jurídica 




lo siguiente: 




 




“Estimado Rodrigo y estimada Argili, reciban un cordial saludo




 




 




La Contraloría General de la República mediante oficio DFOE




-




GOB




-




IAD




-




00004




-




2




024




-




CGR, remitió el informe final de INFORME DE AUDITORÍA 




ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL 




INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER 




JUDICIAL, en el que emitieron una serie de Disposición y acciones de 




Acreditación con 




un plazo determinado. 




 




En atención a ello, la Presidencia de la Corte convocó a las instancias vinculadas 




a una sesión de trabajo para definir las acciones a seguir, y se establecieron una 




serie de acuerdos para atender 




-




en tiempo




-




 




los requerimientos del e




nte contralor; 




entre ellos, la Disposición 4.4 que se cita a continuación. En este caso, se acordó 




modificar el borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento para agregar 




la definición y oficialización del canal de comunicación entre la Oficina de 




C




umplimiento y la Oficina de Control Interno. 




 




Por esta razón, existiendo la revisión y aprobación de las dos instancias  (Oficina 




de Cumplimiento y Oficina de Control Interno), se remite para su valoración la 




propuesta para su valoración. La modificación s




e visualiza en color rojo. 




 




Quedamos atentos a sus observaciones, y en caso de ser necesario una reunión 




para abordar consultas, favor indicarnos proponiendo hora y fecha.




”




 




Componente 




SCI




 




 




Disposición




 




Acreditación 




–




 




Disposición




 




 




 




 




 




 




Ambiente de 




Control




 




4.4. Definir, oficializar e 




implementar los canales de 




comunicación, los aspectos de 




coordinación indispensable, y 




los puntos de interacción entre 




la Oficina de Control Interno y 




la Oficina de Cumplimiento, de 




forma que permita la ejecución 




de acciones com




plementarias e 




integradas para la valoración 




de riesgos de corrupción. 




Para dar por acreditada esta 




disposición deberá remitir al 




Área de Seguimiento para la 




Mejora Pública de la Contraloría 




General, lo siguiente:




 




 




i. Al 30 de agosto de 2024, una 




certificación donde se acredite 




que se realizó la definición y 




oficialización de los canales de 




comunicación, los aspectos de 
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San José,   27   de  junio   del 20 2 4       Oficio  N°   DJ - 1246 - 202 4     M . Sc    Kenia Alvarado Villalobos   Oficia l de Cumplimiento del Poder Judicial    S.  D.       Estimad a   Señora:   Me refiero al correo electrónico de fecha  2 4   de  junio del   2024, suscrito por  M.Sc   Kenia Alvarado Villalobos , en el cual se  solicita  a esta Dirección Jurídica  lo siguiente:    “Estimado Rodrigo y estimada Argili, reciban un cordial saludo     La Contraloría General de la República mediante oficio DFOE - GOB - IAD - 00004 - 2 024 - CGR, remitió el informe final de INFORME DE AUDITORÍA  ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL  INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER  JUDICIAL, en el que emitieron una serie de Disposición y acciones de  Acreditación con  un plazo determinado.    En atención a ello, la Presidencia de la Corte convocó a las instancias vinculadas  a una sesión de trabajo para definir las acciones a seguir, y se establecieron una  serie de acuerdos para atender  - en tiempo -   los requerimientos del e nte contralor;  entre ellos, la Disposición 4.4 que se cita a continuación. En este caso, se acordó  modificar el borrador de reglamento de la Oficina de Cumplimiento para agregar  la definición y oficialización del canal de comunicación entre la Oficina de  C umplimiento y la Oficina de Control Interno.    Por esta razón, existiendo la revisión y aprobación de las dos instancias  (Oficina  de Cumplimiento y Oficina de Control Interno), se remite para su valoración la  propuesta para su valoración. La modificación s e visualiza en color rojo.    Quedamos atentos a sus observaciones, y en caso de ser necesario una reunión  para abordar consultas, favor indicarnos proponiendo hora y fecha. ”  



Componente  SCI    Disposición  Acreditación  –   Disposición  



          Ambiente de  Control  4.4. Definir, oficializar e  implementar los canales de  comunicación, los aspectos de  coordinación indispensable, y  los puntos de interacción entre  la Oficina de Control Interno y  la Oficina de Cumplimiento, de  forma que permita la ejecución  de acciones com plementarias e  integradas para la valoración  de riesgos de corrupción. Para dar por acreditada esta  disposición deberá remitir al  Área de Seguimiento para la  Mejora Pública de la Contraloría  General, lo siguiente:     i. Al 30 de agosto de 2024, una  certificación donde se acredite  que se realizó la definición y  oficialización de los canales de  comunicación, los aspectos de 
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REGLAMENTO DE FUNCIONAMIENTO DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO DEL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA.





TÍTULO I


DISPOSICIONES GENERALES





Artículo 1.- Objeto.


El presente reglamento tiene por objeto normar las funciones, competencias y organización de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial. 





Artículo 2.- Ámbito de aplicación.


Las competencias establecidas en el presente reglamento por parte de la Oficina de Cumplimiento comprenden todas las personas servidoras de los despachos judiciales, auxiliares de la justicia y administrativos del Poder Judicial, así como personas meritorias y aquellas que participen como colaboradoras voluntarias en los diferentes programas y proyectos institucionales.   





[bookmark: _Hlk147822381]Artículo 3.- Naturaleza de la Oficina de Cumplimiento.


La Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial es un órgano adscrito a la Corte Suprema de Justicia, que depende para efectos administrativos de su Presidencia y que cumple funciones consultivas y de asesoría técnica en la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.





Artículo 4.- Independencia de criterio 


Para el cumplimiento de sus funciones, la Oficina de Cumplimiento actuará con independencia de criterio, sin perjuicio de las potestades de dirección y jerarquía de la Corte Suprema de Justicia. 





Artículo 5.- Deber de Confidencialidad.


Para la ejecución de sus labores, las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, se encuentran sujetas a mantener la reserva y sigilo de la información obtenida en razón del ejercicio del cargo que desempeñan. Esta obligación se mantendrá aún si dejaran de laborar en esta Oficina.





Artículo 6.- Deber de abstención.


En el ejercicio de sus funciones, a las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, le serán aplicables las causales de abstención establecidas en la Regulación para la Prevención Identificación y Gestión Adecuada de los Conflictos de Intereses o en su defecto las normas establecidas en el Código Procesal Civil y Ley Orgánica del Poder Judicial.





Artículo 7. Responsabilidad del personal judicial.


Las personas servidoras judiciales que incumplan lo dispuesto en este Reglamento, podrán ser objeto de justa causa para la aplicación del régimen disciplinario según la calificación de la falta, debidamente comprobado y previo cumplimiento del debido proceso.





Artículo 8.- Definiciones. 


Para la comprensión del alcance de este Reglamento, se definen las siguientes palabras claves: 





8.1) Alerta/alarma: señales que pueden advertir la ocurrencia de un riesgo.


8.2) Compliance: sinónimo de cumplimiento normativo. Sistema o programa integrado por un conjunto de buenas prácticas, subsistemas de gestión y modelos organizativos, dirigidos a ejecutar una adecuada gestión del riesgo de corrupción y promover una cultura de legalidad e integridad judicial


8.3) Corrupción: el abuso del poder en cargos públicos y privados para beneficio propio o de un tercero.  


8.4) Diligencia de cumplimiento: es la tarea, trabajo o asignación que se realiza cuando se detecta un riesgo usualmente de corrupción y/o fraude organizacional.


8.5) Fraude Organizacional: gama de comportamientos o conductas, compuesto por actos desleales, intencionales e irregulares, que pueden ser económicos, financieros, operativos u organizacionales, realizados para obtener o sostener un beneficio personal o para un tercero.


8.6) Integridad: referido a la probidad y compromiso firme de cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico para la satisfacción del interés general y los objetivos institucionales.


8.7) Riesgo: probabilidad de que ocurra un evento, cuyas consecuencias dificulten o impidan el logro de los objetivos de un despacho u oficina en particular o de la institución en general y que afecte los servicios de administración de justicia pronta, cumplida y accesible.


8.8) Riesgo de Corrupción: probabilidad u ocurrencia de un evento en el que, mediante el uso indebido del poder y de los recursos públicos para ventaja personal o beneficio de terceros, perjudique el interés general. 


8.9) Riesgo de cumplimiento: probabilidad de ocurrencia y las consecuencias del no cumplimiento de las obligaciones de compliance de una organización. 


8.10) Titular subordinado: persona funcionaria de la administración activa, responsable de un proceso, con autoridad para ordenar y tomar decisiones.





Artículo 9.- Supletoriedad.


En lo no expresamente previsto en el presente reglamento, se aplicará el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", Ley General de Control Interno, Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley General de la Administración Pública, y demás normativa aplicable.





TÍTULO II


ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO





Artículo 10.- Organización interna 


La Oficina de Cumplimiento estará conformada por una persona Oficial de Cumplimiento y por el personal profesional y de apoyo requerido según los estudios técnicos que así lo determinen, que les permitan responder y cumplir con sus competencias y propósitos institucionales en cuanto a eficiencia, eficacia y efectividad para la prestación de los servicios. 





Artículo 11.- De la dependencia de la Oficina para efectos administrativos


La Oficina de Cumplimiento dependerá para efectos administrativos de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 





Artículo 12.- Relación con la Comisión de Transparencia y Anticorrupción.


La Oficina de Cumplimiento tiene una relación de coordinación y cooperación administrativa con la Comisión de Transparencia y Anticorrupción y en razón de lo anterior, le corresponde:





1) Coordinar y articular a nivel institucional la implementación, control y supervisión del diseño de las líneas de acción para mitigar las amenazas y riesgos derivados de fraudes internos, corrupción y faltas a la ética y probidad. 


2) Ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos de la Comisión, así como a los proyectos y programas delegados que se encuentren relacionados con la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción y fraude organizacional en el Poder Judicial.


3) Rendir informe de cumplimiento de las labores encomendadas en virtud de la aplicación del inciso 2 del presente artículo. 


4) Cualquier otra labor compatible con las funciones que realice la Comisión de Transparencia en coordinación con la Oficina de Cumplimiento. 





Artículo 13.- Competencia de la Oficina de Cumplimiento.


 Para alcanzar sus objetivos, la Oficina de Cumplimiento tendrá las siguientes funciones: 





1) Asesorar y brindar apoyo consultivo a las diferentes instancias jerárquicas del Poder Judicial, en materia de prevención y administración del riesgo de corrupción y fraude organizacional interno, faltas al deber de probidad, y de cumplimiento normativo o compliance público, así como de conflictos de intereses.


2) Desarrollar, implementar, adaptar, mejorar y ejecutar el modelo de gestión de cumplimiento normativo del plan de acción de la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, que responda a los objetivos institucionales y operativos en materia de integridad pública, adoptados por la institución.


3) Diseñar, apoyar y elaborar instrumentos de alcance institucional en materia de riesgo de corrupción, su prevención, detección y reacción.


4) Promover, coordinar y supervisar el cumplimiento de las obligaciones derivadas en el reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”.


5) [bookmark: _Hlk64215846]Atender las consultas que formulen las personas usuarias internas y externas de la institución sobre la interpretación y aplicación del reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial”. 


6) Diseñar, implementar y monitorear los sistemas de alertas tempranas de prevención que permitan identificar potenciales riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas a la probidad, para su adecuada administración.


7) Desarrollar y promover el análisis de datos e información para la investigación del fenómeno de la corrupción, conflictos de intereses, fraude organizacional e infracción a la probidad a lo interno del Poder Judicial.


8) Evaluar y mejorar de manera continua el sistema de compliance del Poder Judicial en procura del fortalecimiento del modelo de prevención, identificación y reacción ante riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses, y faltas al deber de probidad. 


9) Ejecutar, evaluar y mejorar la metodología especializada para la gestión del riesgo de corrupción atendiendo a los estándares internacionales en la materia y las directrices internas, en cumplimiento de los objetivos estratégicos institucionales.


10) Realizar las diligencias de cumplimiento, para la prevención y administración de riesgos de corrupción, fraude organizacional interno y faltas a la probidad. 


11) Evaluar, analizar el impacto, e informar o alertar a los niveles jerárquicos sobre los hallazgos detectados en la gestión de cumplimiento y emitir recomendaciones para tratarlos y así, evitar que se afecte el servicio público, las metas y objetivos institucionales.


12) Fomentar, establecer y mantener un mecanismo de colaboración, coordinación y cooperación, conforme a sus competencias, con las diferentes instancias del Poder Judicial.


13) Cualquier otra labor compatible con las funciones que se asigne a la Oficina de Cumplimiento por parte de la Presidencia de la Corte, el Consejo Superior, Corte Suprema de Justicia y Comisión de Transparencia y Anticorrupción. 





Artículo 14.- Nombramiento y requisitos para ocupar el cargo de Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial.


Corresponde a la Corte Suprema de Justicia, designar en sesión de Corte Plena, a la persona Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial.


Para ser titular de ese cargo, se requiere:





1) Ser profesional en Derecho o Administración Pública.


2) Contar con formación académica especializada con un plan de estudios de al menos 1000 horas en Compliance (Cumplimiento normativo).


3) Acreditar al menos tres años de experiencia profesional en labores asociadas a modelos de cumplimiento normativo mediante constancias o declaración jurada debidamente protocolizada del tiempo servido.  En caso de que la experiencia sea adquirida prestando los servicios para un tercero público o privado el documento deberá al menos contener: lugar donde laboró, fecha de ingreso y de salida, cargo ocupado, requisitos, funciones desempeñadas, si tuvo permisos sin goce de salario, periodo del permiso y motivo de salida.  Si la experiencia se ha obtenido en el ejercicio liberal de la profesión, se debe especificar en la declaración jurada lo siguiente:  en que se ha constituido la experiencia, cargo ocupado, requisitos y funciones desempeñadas. La administración podrá eventualmente requerir información complementaria sobre la experiencia indicada.


4) Contar con experiencia acreditada en puestos de dirección de personal.


5) Las personas que se postulen para el puesto de Oficial de Cumplimiento deberán cumplir con todos los requisitos y evaluaciones técnicas del proceso de selección de personal para acreditar la idoneidad ética y moral. 


[bookmark: _Hlk126332355]


Artículo 15.- Funciones de la persona Oficial de Cumplimiento. La persona Oficial de Cumplimiento tiene las siguientes funciones:





1) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, ejecutar y supervisar la gestión de la Oficina de Cumplimiento, hacer cumplir el presente Reglamento y vigilar el desarrollo de las funciones asignadas.


2) Delegar en el personal a cargo la emisión de criterios, informes de cumplimiento y cualquier otra labor necesaria bajo su supervisión.


3) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, ejecutar y supervisar la gestión de modelos de cumplimiento normativo y de buenas prácticas con enfoque de riesgo de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas al deber de probidad, en la organización judicial. 


4) Proponer, diseñar, planear, dar seguimiento y emitir lineamientos respecto al plan de acción de la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, para garantizar su efectivo cumplimiento. 


5) Fungir como asesor o asesora especializada en materia de conflictos de intereses, riesgo de corrupción y fraude organizacional interno y cumplimiento normativo, de la Presidencia de la Corte, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo Superior, Comisión de Transparencia y Anticorrupción y las distintas oficinas y despachos judiciales del Poder Judicial, cuando se requiera.


6) Fungir como supervisor o supervisora de la sostenibilidad del modelo de compliance en el Poder Judicial.


7) Dirigir, coordinar y generar propuestas estratégicas y de mejora continua, con las oficinas o dependencias vinculadas en los procesos de gestión del riesgo y el sistema de gestión de cumplimiento, para el fortalecimiento de las capacidades institucionales del Poder Judicial.


8) Proponer lineamientos institucionales sobre el adecuado manejo y trámite de asuntos de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional interno y faltas a la probidad, así como sobre los registros, confección de proyectos de resolución, criterios y otros documentos. 


9) Brindar apoyo y asistencia técnica -jurídica especializada en labores variadas de administración del riesgo de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses y faltas al deber de probidad


10) [bookmark: _Int_v4Uxc9VF]Presentar el plan anual de trabajo y del proyecto de presupuesto de la Oficina de Cumplimiento ante las instancias respectivas para su trámite. Asimismo, presentar el informe anual de labores para su evaluación ante el superior inmediato. 


11) Asistir, dirigir y coordinar reuniones, en asuntos de su competencia, y comunicarse con los diferentes participantes con el objeto de brindar las recomendaciones del caso.


12) Participar en los grupos de trabajo gerenciales o comisiones a solicitud de la Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior, Presidencia de la Corte o Comisión de Transparencia y Anticorrupción.


13) Nombrar y evaluar el de desempeño del personal a su cargo en la Oficina de Cumplimiento.


14) Cualquier otra labor inherente al ejercicio de sus funciones, para garantizar la eficiente y oportuna prestación de sus servicios.





TÍTULO III


DE LA COLABORACIÓN Y EL APOYO INVESTIGATIVO.





Artículo 16. – Deber de Colaboración 


Todas las oficinas y despachos judiciales, así como el personal judicial deberán colaborar y rendir los informes, en materia de su competencia, a la Oficina de Cumplimiento, cuando esta así lo requiera para sus investigaciones; debiendo atender las consultas y análisis de datos o información que se les solicite, procurando remitir de manera oportuna y completa los requerimientos solicitados, respetando las competencias y reserva de confidencialidad de cada materia y funciones de la oficina y despacho.





Artículo 17. Consulta a expertos.


Para analizar temas específicos de competencia de la Oficina de Cumplimiento, esta oficina podrá acudir a la asesoría de personas expertas de las diferentes dependencias del Poder Judicial, quienes conforme a sus competencias brindarán la asesoría respectiva. 





Artículo 18.- Equipo de Trabajo Interdisciplinario





La Oficina de Cumplimiento y la Oficina de Control Interno realizarán reuniones trimestrales para implementar valorar acciones de coordinación en el fortalecimiento del sistema de control interno derivadas del riesgo de corrupción; dentro del marco de sus competencias.





Además, podrá convocar a personas de  diferentes dependencias del Poder Judicial, para conformar un equipo de trabajo interdisciplinario con el fin de analizar temas específicos en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad,  que sean de gran interés y alto impacto institucional, en el cual se requiera una visión interdisciplinaria, con el fin de generar insumos que permitan establecer  líneas de acción  y recomendaciones para la prevención, identificación y adecuada administración del riesgo en  materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.





TÍTULO IV


DEL MODELO DE GESTIÓN DE RIESGOS DE CORRUPCIÓN, FRAUDE ORGANIZACIONAL, LA GESTIÓN DE ALERTAS Y DILIGENCIA DE CUMPLIMIENTO.





Artículo 19.- De la metodología de gestión de riesgos de corrupción y fraude organizacional





La Oficina de Cumplimiento podrá realizar estudios para la atención del riesgo de corrupción y fraude organizacional en el Poder Judicial, para lo cual aplicará una herramienta técnica para administrar y controlar este riesgo que afecta a la institución, sus procesos y/o el logro de sus objetivos. Su propósito es aminorar la probabilidad de ocurrencia de un episodio de corrupción, mitigar su impacto y proponer mejora en los controles y procesos existentes. 





La Oficina de Cumplimiento será la responsable de aplicar estos estudios, considerando las disposiciones señaladas en la Ley General de Control Interno y su reglamento, así como en los criterios y directrices generales emitidas por la Contraloría General de la República para el manejo de riesgos en el sector público. 





La valoración del riesgo de corrupción y fraude organizacional estará cargo del jerarca y los titulares subordinados como responsables de los procesos a cargo, quienes contarán con el apoyo y asesoría técnica de la Oficina de Cumplimiento.





El resultado de estos estudios será comunicado a la Oficina de Control Interno para lo de su cargo.





Artículo 20.- De la gestión de alerta de riesgo de corrupción y fraude organizacional. 


La Oficina de Cumplimiento deberá realizar de oficio o a gestión de parte, los estudios respectivos sobre posibles riesgos de corrupción, fraude organizacional interno, conflictos de intereses o faltas al deber de probidad dentro del Poder Judicial.





Artículo 21.- Requisitos para la presentación de alerta del riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 


Cualquier persona podrá presentar por escrito y/o completando un formulario que tendrá a disposición la Oficina de Cumplimiento, la alerta de riesgo y hacerla llegar a esta Oficina de forma presencial o por los medios electrónicos que se encuentren disponibles (fax, correo, Teams), y necesariamente deberá consignar la siguiente información: 


1) Nombre de la oficina implicada.


2) Nombre y calidades de la persona que gestiona.


3) Nombre de la persona funcionaria implicada en caso de que lo conozca.


4) Hechos en los que se basa la alerta.


5) Aportar o indicar donde obtener las pruebas o evidencias relacionadas con la alerta.


6) Indicar si el hecho se ha gestionado o está siendo conocido por otra instancia o jefatura. Si se tiene resolución, deberá aportarla junto con la gestión inicial.


7) Medio para atender notificaciones.





Lo anterior sin detrimento de que la Oficina de Cumplimiento solicite mayores datos cuando así se requiera.





Artículo 22.- Alertas anónimas de riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 


Para el caso de las solicitudes anónimas se deberá cumplir con los mismos requisitos establecidos en el artículo 21 de este reglamento con excepción del inciso 2 referente a la identificación de la persona que gestiona. Lo anterior, sin detrimento de lo establecido en el artículo 13 del Reglamento de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. 





En caso de que la denuncia contenga nombre y calidades de quien gestiona, la Oficina de Cumplimiento deberá garantizar la confidencialidad de los datos personales cuando así sea solicitado.





Artículo 23.- Admisibilidad e investigación de la Alerta de Riesgo de corrupción y Fraude organizacional. 


Recibida la alerta, la Oficina de Cumplimiento deberá iniciar el trámite de admisibilidad de la gestión. 





Serán admisibles aquellas alertas que expongan una relación de hechos, claros, precisos y concretos que permitan la valoración técnica del supuesto evento que generó el riesgo e identifique el proceso relacionado con esta circunstancia; para lo cual se podrá aportar cualquier prueba que sustente la gestión. 





Artículo 24. Traslado a otras instancias


Cuando la información suministrada arroje una supuesta infracción al deber de probidad, la Oficina de Cumplimiento deberá informar de manera inmediata sobre los hechos a la instancia o autoridad disciplinaria y/o penal competente para el trámite que corresponda. Sin detrimento de las acciones que puedan derivarse conforme a las funciones de la Oficina de Cumplimiento y este reglamento.	





Artículo 25.- Solicitud defectuosa de la alerta de riesgo de corrupción y Fraude organizacional.


Si la solicitud de alerta de riesgo de corrupción y Fraude organizacional, que no llenare los requisitos necesarios referidos en el artículo 21 de este reglamento, la oficina solicitará a la persona gestionante que la corrija y para ello le puntualizará la información omitida otorgándole un plazo de cinco días hábiles para subsanarla.





De no cumplir con los requisitos señalados, siendo estos necesarios para poder realizar su trámite e investigación o la información sea impertinente o improcedente en cuanto a la materia de riesgo de corrupción, se declarará la inadmisibilidad de la gestión.





Artículo 26.- Informe de cumplimiento 


El informe de cumplimiento lo elaborará la Oficial de Cumplimiento con apoyo del personal a cargo de la oficina. El informe puede ser de carácter preventivo o de mitigación de riesgos, y en ambos casos se realizará un análisis a fondo que permita identificar las posibles causas que dieron origen al riesgo puesto en conocimiento.





Asimismo, se emitirán las recomendaciones pertinentes y para ello se otorgará un plazo prudencial de hasta 30 días hábiles, que será definido por la Oficina de cumplimiento, dependiendo de la complejidad de las acciones o medidas sugeridas, para que el destinatario comunique si éstas serán adoptadas o bien si aplicará otras para responder al hallazgo del informe, lo anterior, conforme a los deberes y responsabilidades que establece la Ley General de Control Interno a los jerarcas y titulares subordinados sobre el sistema de control interno y las causales de responsabilidad administrativa.  





El informe de cumplimiento será puesto en conocimiento de la Oficina de Control Interno para lo de su cargo. 





Artículo 27.- Seguimiento de las recomendaciones  


La Oficina de Cumplimiento podrá solicitar, a las oficinas y despachos judiciales, así como al personal judicial, información que permita el seguimiento y monitoreo de las recomendaciones emitidas en el informe de cumplimiento con el fin de procurar que los riesgos hayan sido administrados correctamente.





Artículo 28.- Traslado al superior por debilitamiento del Sistema de Control Interno.


Si el análisis realizado por la Oficina de Cumplimiento arroja elementos que evidencien el debilitamiento del sistema de control interno, en la materia propia de su competencia, según la Ley General de Control Interno y su reglamento, esta Oficina deberá hacer de conocimiento los hallazgos encontrados al Superior Jerárquico del titular subordinado o en su defecto, a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo Superior conforme a sus competencias, para lo de su cargo. Lo anterior, sin detrimento de otras acciones que puedan realizarse ante otras instancias.











TÍTULO V


ATENCIÓN DE CONSULTAS SOBRE LA REGULACIÓN DE


CONFLICTOS DE INTERÉS





Artículo 30- De las consultas relacionadas con la regulación de Conflictos de Interés


Conforme lo dispuesto en el reglamento “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de intereses en el Poder Judicial”, le corresponde a la Oficina de Cumplimiento, sin perjuicio de las competencias de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de las competencias propias de dicho reglamento.





Artículo 31.- Forma y contenido de la consulta.


La consulta deberá presentarse por escrito y/o completando un formulario que tendrá a disposición la Oficina de Cumplimiento el cual deberá hacerlo llegar a esta Oficina de forma presencial o por los medios electrónicos que se encuentren disponibles (fax, correo electrónico, Microsoft Teams), y necesariamente deberá consignar la siguiente información:


1) Nombre y calidades de la persona que gestiona.


2) Hechos en los que se basa e indicar el objeto de la consulta.


3) Aportar cualquier medio de prueba que tenga a disposición o indicar donde obtenerlas.


4) Indicar si el hecho se ha gestionado o está siendo conocido por otra instancia o jefatura. Si se tiene resolución, deberá aportarla junto con la gestión inicial.


5) Medio para atender notificaciones.


6) Lo anterior sin detrimento de que la Oficina de Cumplimiento solicite mayores datos cuando así se requiera.





Artículo 32.- Ampliación de información.


La Oficina de Cumplimiento deberá realizar una verificación de la información aportada y de ser necesario, solicitará a la persona gestionante toda aquella información de la que carezca la consulta, de acuerdo a los criterios definidos en el punto anterior. 





Para esto, se otorgará un plazo de cinco días hábiles para que aporte la información requerida, bajo apercibimiento de declarar inadmisible la consulta si con la información aportada inicialmente resulta imposible proceder.





Artículo 33.- Trámite de la consulta.


Recibida la consulta se ingresará al sistema informático con el que cuente la Oficina de Cumplimiento y se asignará una persona responsable para su atención. 





Para tramitar las consultas, la Oficina de Cumplimiento podrá acceder a todas las dependencias judiciales y realizar solicitudes escritas de información a las oficinas o despachos judiciales, consultas presenciales o telefónicas y requerir documentos e información para cumplir sus atribuciones, que deberá ser confidencial. Lo anterior sin perjuicio de la confidencialidad propia de cada proceso administrativo o jurisdiccional, según la naturaleza del mismo y las partes respectivas.  





También podrá solicitar información adicional a la persona gestionante que resulte necesaria para el trámite de la consulta. 





Artículo 34.- Informes de respuestas y recomendaciones. 


La Oficina de Cumplimiento deberá atender o dar respuesta a todas las consultas sometidas a su conocimiento, con la mayor diligencia mediante informes fundados que podrán incluir recomendaciones que deben ser atendidas por las personas funcionarias o instancias correspondientes, y se deberán comunicar a la persona gestionante al medio de notificaciones aportado. 





Artículo 35.-Suspensión de la tramitación de una consulta.


La Oficina de Cumplimiento suspenderá la tramitación de una consulta cuando el mismo hecho ya se encuentre siendo conocido por otra instancia administrativa o judicial competente para resolver. Sin perjuicio de que se puedan emitir recomendaciones apegadas a las funciones de la Oficina de Cumplimiento y establecidas en este reglamento.








TITULO VI


DISPOSICIONES FINALES 





Artículo 36. - Vigencia. 


 El presente reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial.





Artículo 37.- Modificaciones:


Se modifican los artículos 43 y 44 del Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial", aprobado por la sesión de Corte Plena, No. 14-19 celebrada el 1 de abril de 2019, artículo XIII. 


Para que en adelante se lea de la siguiente manera: 


“Artículo 43.-Divulgación y sensibilización. La institución tiene el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad, imparcialidad y transparencia a través de las siguientes instancias:


a) La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.


b) La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial. Así mismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento dentro de los programas de inducción institucional.


Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido, coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Corte Suprema de Justicia.


Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.”





“Artículo 44.-Consulta e interpretación y aplicación. 


Le corresponde a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Corte Suprema de Justicia, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y aplicación de este reglamento”.
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REGLAMENTO DE FUNCIONAMIENTO DE LA OFICINA DE CUMPLIMIENTO 




DEL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA.




 




 




TÍTULO I




 




DISPOSICIONES GENERALES




 




 




Artículo 1.




-




 




Objeto.




 




El presente reglamento tiene por objeto normar las funciones, 




competencias y organización 




de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial.




 




 




 




Artículo 2.




-




 




Ámbito de aplicación.




 




Las competencias establecidas en el presente reglamento por parte de la 




Oficina de 




Cumplimiento comprenden todas las personas servidoras de l




os despachos judiciales, 




auxiliares de la justicia y administrativos del Poder Judicial, así como personas meritorias y 




aquellas que participen como colaboradoras voluntarias en los diferentes programas y 




proyectos institucionales.   




 




 




Artículo 3.




-




 




Natural




eza de la Oficina de Cumplimiento.




 




La Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial es un órgano adscrito a la Corte Suprema de 




Justicia, que depende para efectos administrativos de su Presidencia y que cumple funciones 




consultivas y de asesoría técnica en la




 




prevención, identificación y adecuada administración 




del riesgo en materia de conflictos de intereses, riesgos de corrupción, fraude organizacional 




e infracción a la probidad, a lo interno del Poder Judicial.




 




 




Artículo 4.




-




 




Independencia de criterio 




 




Para 




el cumplimiento de sus funciones, la Oficina de Cumplimiento actuará con 




independencia de criterio, sin perjuicio de las potestades de dirección y jerarquía de la Corte 




Suprema de Justicia. 




 




 




Artículo 5.




-




 




Deber de Confidencialidad.




 




Para la ejecución de sus




 




labores, las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, se 




encuentran sujetas a mantener la reserva y sigilo de la información obtenida en razón del 




ejercicio del cargo que desempeñan. Esta obligación se mantendrá aún si dejaran de laborar 




en esta




 




Oficina.




 




 




Artículo 6.




-




 




Deber de abstención.




 




En el ejercicio de sus funciones, a las personas servidoras de la Oficina de Cumplimiento, le 




serán aplicables las causales de abstención establecidas en la Regulación para la Prevención 
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Resumen Ejecutivo
¿QUÉ EXAMINAMOS?
La auditoría tuvo como objetivo determinar si el Poder Judicial ha diseñado e implementado un
Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción de conformidad con el marco
normativo aplicable. Al respecto, se analizaron los componentes funcionales de dicho sistema
para prevención de la corrupción, a saber: ambiente de control, valoración de riesgos,
actividades de control, sistemas de información y seguimiento. Lo anterior, durante el periodo
comprendido entre el 1° de enero de 2022 y 31 de diciembre de 2023.


¿POR QUÉ ES IMPORTANTE?
La corrupción es un factor que contribuye al debilitamiento de la confianza de los ciudadanos en
las instituciones públicas. Costa Rica aparece en los puestos 48 (año 2022) y 45 (año 2023) del
índice de percepción de corrupción mientras que en el Barómetro Global de la Corrupción en1


América Latina y el Caribe 2019 se refleja que sólo el 27% de las personas manifiestan2


confianza en los tribunales. Por ello es relevante que el Poder Judicial cuente con un Sistema de
Control Interno institucional que potencie la prevención de la corrupción, disminuyendo la
vulnerabilidad institucional y reduciendo sus niveles de susceptibilidad, de modo que promueva
una operación transparente de las funciones públicas, con énfasis en la protección y
conservación del patrimonio público y el cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico.


¿QUÉ ENCONTRAMOS?
Se determinó que el Poder Judicial cumple de manera parcial con el diseño e implementación
del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, de conformidad con los
aspectos que se establecen en el marco normativo aplicable, ya que si bien se observaron
resultados positivos en cuanto a los componentes de sistemas de información y seguimiento del
Sistema de Control Interno, se identificaron debilidades en los componentes de ambiente de
control, valoración de riesgos y actividades de control que limitan contar con un Sistema de
Control Interno institucional sólido, direccionado al cumplimiento de sus objetivos y que potencie
la prevención de la corrupción.
Con respecto al ambiente de control, el Poder Judicial cuenta con varias instancias que tienen
funciones para la prevención de la corrupción y ha diseñado instrumentos orientadores para la
definición de la estructura y la estrategia en esa materia. Sin embargo, se identificó una débil
coordinación y comunicación entre las instancias competentes, sean la Oficina de Control


2 Los resultados de dicho instrumento elaborado por Transparencia Internacional, pueden ser consultados
en el presente enlace.


1 El índice de percepción de la corrupción es elaborado por Transparencia Internacional y clasifica a 180
países y territorios de todo el mundo según sus niveles percibidos de corrupción en el sector público . Los
resultados se muestran en una escala de 0 (muy corrupto) a 100 (muy limpio).
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Interno y la Oficina de Cumplimiento, particularmente, en la ejecución de acciones conjuntas
para realizar la valoración de riesgos de corrupción institucional, pues no cuentan con una
definición de canales de comunicación, aspectos de coordinación indispensable ni puntos de
interacción, que conjugue los esfuerzos y potencie las relaciones en dicha materia.


Se determinó también que la valoración de riesgos de corrupción se realiza de forma
separada del SEVRI-PJ, por lo que no permite identificar el nivel de riesgo de corrupción
institucional, tomar acciones para gestionarlo y darle seguimiento. Además, como parte de las
actividades de control para la prevención de la corrupción el Poder Judicial emitió la Política de
Integridad y Anticorrupción, la Política Axiológica y la Política de Justicia Abierta, y sus
respectivos planes de acción vinculados con el Plan Estratégico Institucional 2019-2024. Sin
embargo, los rectores de dichas políticas no han evaluado la efectividad de los resultados, con el
objetivo de generar insumos para la toma de decisiones, y recomendaciones para la corrección,
eficiencia y mejora continua del Sistema de Control Interno, a pesar de que existe una
metodología para ello.


¿QUÉ SIGUE?
Se giran disposiciones al Presidente de la Corte Suprema de Justicia para definir e implementar
los canales de comunicación, los aspectos de coordinación indispensable, y los puntos de
interacción entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de Cumplimiento para ejecutar
acciones complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción, así como
divulgar la estructura organizativa del Poder Judicial para la prevención y atención del fenómeno
de la corrupción, que contenga la clarificación de los instrumentos estratégicos y operativos, las
instancias responsables, sus roles y competencias. Asimismo, definir e implementar las acciones
para que en el SEVRI-PJ se integre la gestión de riesgos de corrupción; así como para evaluar
las políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la
corrupción, con el propósito de identificar si los resultados de esas políticas, son efectivos en la
prevención de la corrupción.
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DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA
ÁREA DE FISCALIZACIÓN PARA EL DESARROLLO DE LA GOBERNANZA


INFORME DE AUDITORÍA ACERCA DEL DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE
CONTROL INTERNO PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN DEL PODER


JUDICIAL


1. INTRODUCCIÓN


ORIGEN DE LA AUDITORÍA


1.1. La Auditoría se fundamenta en las competencias que le confieren a la Contraloría General
de la República los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, así como los artículos
17, 21 y 37 de su Ley Orgánica n.° 7428, en cumplimiento de los objetivos de mediano
plazo de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa (DFOE), y del plan anual
operativo del Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza.


1.2. La prevención de la corrupción en la función pública tiene como propósito evitar
actuaciones contrarias a la ética, la integridad y las normas; promover el buen uso de los
recursos y la prestación eficiente de los servicios públicos en procura del bienestar
ciudadano .3


1.3. De ahí que, el Sistema de Control Interno (SCI) para la prevención de la corrupción
contribuye al fortalecimiento de la gestión institucional, mediante el diseño e
implementación de medidas y controles que favorezcan su operación eficaz, continua,
transparente y ajustada al nivel de riesgos que enfrenta la organización. A su vez permite
a las instituciones disponer de mecanismos que aseguren la ejecución oportuna de las
acciones necesarias para prestar de forma continua los servicios que la sociedad
requiere. Así las cosas, el adecuado funcionamiento del Sistema de Control Interno para
la prevención de la corrupción reduce los niveles de susceptibilidad, por lo que la
implementación y mejora continua de cada uno de sus componentes, permitirá el
fortalecimiento de la capacidad institucional y la disminución de la vulnerabilidad a la
corrupción.


1.4. En virtud de lo anterior, la Contraloría General de la República, a partir del desafío 4 del
Plan Estratégico Institucional (PEI) 2021-2024 relativo a la prevención de la corrupción,
considera relevante fiscalizar el diseño e implementación del Sistema de Control Interno
para la prevención de la corrupción del Poder Judicial, a efectos de generar valor público
orientado a fortalecer la gestión institucional, así como incidir en el nivel de susceptibilidad
de la institución ante la ocurrencia de posibles riesgos de corrupción.


3 CGR. Transparencia para la eficiencia y la prevención de la corrupción. Memoria Anual 2019. Pág. 5-21.
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OBJETIVO GENERAL


1.5. Determinar si el Poder Judicial ha diseñado e implementado un Sistema de Control
Interno para la prevención de la corrupción de conformidad con el marco normativo
aplicable.


ALCANCE


1.6. La auditoría comprendió el análisis de las acciones realizadas por el Poder Judicial en el
marco del diseño e implementación del Sistema de Control Interno para la prevención de
la corrupción, considerando sus componentes funcionales, a saber: ambiente de control
orientado a la prevención de la corrupción, valoración de riesgos de corrupción,
actividades de control para la prevención de la corrupción, sistemas de información para
la prevención de la corrupción y seguimiento del Sistema de Control Interno para la
prevención de la corrupción. El periodo de análisis comprendió del 1° de enero de 2022 al
31 de diciembre de 2023.


CRITERIOS DE AUDITORÍA


1.7. Los criterios de auditoría se presentaron el 15 de noviembre de 2023, en una sesión
virtual utilizando la herramienta de Google Meet a Roger Mata Brenes, Director del
Despacho de la Presidencia; Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento; Randall
Zúñiga Palacios, Delegado de Cumplimiento; Juan Carlos Sebiani Serrano, Jefe de la
Secretaría Técnica de Ética y Valores; Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de
Control Interno y Roy Díaz Chavarría, Subauditor. Dichos criterios fueron comunicados
formalmente mediante oficio n.° DFOE-GOB-0485(16386) del 14 de noviembre de 2023.


METODOLOGÍA APLICADA


1.8. La auditoría se realizó de conformidad con las Normas Generales de Auditoría para el
Sector Público, con el Manual General de Fiscalización Integral de la CGR, el
Procedimiento de Auditoría vigente, establecido por la DFOE, que está basado en la
ISSAI 100: Principios Fundamentales de Auditoría del Sector Público, y los principios de
la ISSAI 400: Principios de la Auditoría de Cumplimiento de las Normas Internacionales de
las Entidades Fiscalizadoras Superiores (ISSAI por sus siglas en inglés).


1.9. Para el desarrollo de esta auditoría se utilizó la información suministrada en las
entrevistas, reuniones y consultas planteadas por escrito al Presidente de la Corte
Suprema de Justicia, así como a personas funcionarias de la Oficina de Control Interno y
la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial.


1.10. Asimismo, para determinar si el diseño e implementación del Sistema de Control Interno
para la prevención de la corrupción del Poder Judicial es conforme a lo dispuesto en el
marco normativo, se aplicó una matriz de cumplimiento que consideró el análisis de los
componentes del Sistema, a saber: ambiente de control orientado a la prevención de la
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corrupción, valoración de riesgos de corrupción, actividades de control para la prevención
de la corrupción, sistemas de información para la prevención de la corrupción y
seguimiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, a partir de
los criterios determinados (Ver imagen n.° 1).


1.11. También, se aplicó un formulario a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales4
de los tres ámbitos del Poder Judicial , con el fin de consultar sobre aspectos5


relacionados con las actividades de control diseñadas e implementadas por el Poder
Judicial para la prevención de la corrupción. Para la definición de dicha muestra se aplicó
un muestreo probabilístico, el cual tomó en consideración el tamaño de la población total
de 13.228 personas funcionarias judiciales, bajo la técnica de muestreo irrestricto
aleatorio para variables dicotómicas; así como un nivel de confianza del 95%, una tasa de
5% de error esperado y una tasa de no respuesta esperada de 20% .6


1.12. Adicionalmente, el día 19 de diciembre de 2023, la Contraloría General desarrolló un taller
de forma virtual, en el cual participaron personas funcionarias de distintas oficinas y
despachos judiciales . El taller tuvo como objetivo facilitar un espacio de conversación en7


torno al Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción en el Poder
Judicial, de cuyos resultados se generó un intercambio de información y el conocimiento
e identificación de posibles problemas.


ASPECTOS POSITIVOS QUE FAVORECIERON LA EJECUCIÓN DE LA AUDITORÍA


1.13. Las personas funcionarias judiciales del Despacho de la Presidencia, Oficina de
Cumplimiento y Oficina de Control Interno participaron de forma activa en las reuniones
sostenidas, además, contribuyeron significativamente al asegurar las entregas de
información de forma oportuna.


1.14. También, la participación activa y constructiva de las personas en el taller, propició un
intercambio de información y conocimiento y al mismo tiempo permitió realizar un proceso


7 Oficina de Cumplimiento, Oficina de Control Interno, Secretaría Técnica de Ética y Valores y
Subcomisiones de ética y valores de Alajuela, Goicochea, Limón y Golfito. Además, jefaturas y
coordinadores de la Dirección de Planificación; Dirección General; Fiscalía General; Organismo de
Investigación Judicial; Centro de apoyo, coordinación y mejoramiento de la función jurisdiccional; Tribunal
de Familia; Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de Alajuela; Sección de Administración Salarial de la
Dirección de Gestión Humana; Fiscalia Adjunta Contra la Trata de Personas y Trafico Ilícito de Migrantes;
Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José; Tribunal de Heredia y Juzgado Penal
Juvenil de Heredia. Las personas funcionarias fueron seleccionadas de forma aleatoria, mediante la
aplicación del muestreo por auditoría, con un nivel de confianza del 95% y una tasa de error tolerable de
15%.


6 Significa que del total de la muestra inicial (384 personas funcionarias judiciales), se adiciona un 20%
considerando que podrían haber personas que por diversas razones no contestarían el formulario).


5 85 del Ámbito Administrativo, 203 del Ámbito Auxiliar de Justicia y 160 del Ámbito Jurisdiccional.


4 De un total de 13.228 personas funcionarias judiciales al 05 de diciembre de 2023. La base de datos fue
suministrada por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, mediante oficio n.°
PJ-DGH-0707-2023 del 06 de diciembre de 2023.
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productivo, que estimuló a las personas participantes a actuar para construir productos de
valor para la auditoría y para el tema de estudio.


LIMITACIONES QUE AFECTARON LA EJECUCIÓN DE LA AUDITORÍA


1.15. En la ejecución de las pruebas de auditoría en las cuales se requirió la remisión de un
formulario a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales, no se obtuvo la
totalidad de respuestas. Así, 193 personas no respondieron el formulario, pese a los
diversos recordatorios enviados por la Contraloría General y la Dirección de Gestión
Humana del Poder Judicial.


GENERALIDADES ACERCA DEL OBJETO AUDITADO


1.16. El Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función
Pública, n.° 32333 define la acción de prevenir la corrupción como el conjunto de
estrategias, tácticas y acciones a realizar con la finalidad de evitar actos de corrupción, los
conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos, así
como el establecimiento de medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos
informar sobre los actos de corrupción de los que tenga conocimiento y para instruirlos en
la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus
actividades .8


1.17. Al respecto, reducir considerablemente la corrupción y el soborno en todas sus formas y
crear instituciones eficaces y transparentes son dos de las metas asociadas a uno de los
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU): el ODS 16 Promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas.


1.18. Es así como, en Costa Rica, las instituciones públicas desempeñan un rol importante en la
consecución del ODS 16, de manera que la prevención de la corrupción se sustente en
acciones orientadas a crear una cultura institucional y normas para la prevención,
fortalecer los procesos de rendición de cuentas, la participación ciudadana y el acceso a
la información, e implementar acciones de control para prevención de la corrupción.


1.19. En ese contexto, es indispensable contar con un Sistema de Control Interno institucional
sólido y direccionado al cumplimiento de sus objetivos, entre ellos principalmente el de
protección y conservación del patrimonio público y el cumplimiento del ordenamiento
jurídico y técnico, pues ello permitirá un menor nivel de susceptibilidad institucional a9


riesgos de corrupción y potencializar fortalezas para hacerles frente mediante la
implementación de medidas y controles que favorezcan la operación eficaz, continua,
transparente y ajustada al nivel de riesgos.


9 Fragilidad interna de las instituciones para responder ante las amenazas y su posible impacto.


8 Artículo 1, inciso 1 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la
Función Pública, Decreto Ejecutivo n.° 32333.
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1.20. En particular, se requiere el diseño e implementación de un ambiente de control que
potencie factores organizacionales para propiciar una gestión institucional orientada al
logro de los objetivos para prevenir la corrupción; una valoración de riesgos de
corrupción que contenga en el SEVRI todos los riesgos institucionales, incluidos los de
corrupción, y así permita identificar de forma precisa el nivel de riesgo de corrupción
institucional, gestionarlo y darle seguimiento; actividades de control que mediante
políticas, procedimientos y mecanismos aseguran la operación del Sistema de Control
Interno para la prevención de la corrupción; sistemas de información que contribuya a la
toma de decisiones, la comunicación interna y externa, la transparencia y la rendición de
cuentas; así como actividades de seguimiento permanentes y oportunas para valorar la
calidad del funcionamiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la
corrupción. En la siguiente imagen se muestra la definición de los componentes
funcionales del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción, señalados
anteriormente:


Imagen n.° 1
Componentes funcionales del Sistema de Control Interno


para la prevención de la corrupción


Fuente: Elaboración propia con base en la Ley General de Control Interno, n.° 8292.


1.21. Por su parte, el Poder Judicial cuenta con el Plan Estratégico Institucional (PEI)
2019-2024 . Este Plan prevé entre los principales objetivos estratégicos recuperar la10


“Confianza y probidad en la justicia”, mediante cinco líneas estratégicas de trabajo, a
saber: a) transparencia y rendición de cuentas, b) probidad y anticorrupción, c)
colaboración interna y externa, d) comunicación y proyección institucional, y e)
participación ciudadana. La articulación de estas se realiza mediante el “diseño de
estrategias que permitan la prevención y abordaje de los delitos de probidad y corrupción
en la gestión judicial”.


1.22. Además, ha diseñado distintos instrumentos orientadores para la definición de la
estructura organizacional orientada a promover y fortalecer una cultura de prevención de


10 Aprobado por Corte Plena en la sesión n.° 56-2018 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.
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la corrupción, así como de la estrategia institucional que guían el quehacer en esa
materia, a saber: el Marco Orientador y Metodología del Sistema Específico del Riesgo
Institucional del Poder Judicial (SEVRI-PJ) , el Modelo de Gestión de Riesgos11


Estratégicos , la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial y su Plan de12


Acción y el Modelo para la Gestión de Riesgos de Corrupción en el Poder Judicial .13 14


COMUNICACIÓN PRELIMINAR DE LOS RESULTADOS DE LA AUDITORÍA


1.23. La comunicación preliminar de los principales resultados, conclusiones y disposiciones
producto de la auditoría a la que alude el presente informe, se efectuó de forma virtual el
11 de abril de 2024, actividad convocada mediante el oficio n.° 06070 (DFOE-GOB-0182)
de 8 de abril del año en curso, dirigido al señor Orlando Aguirre Gómez, Presidente de la
Corte Suprema de Justicia, en el cual se adjuntó el borrador del informe con el propósito
de que formularan y remitieran a la Gerencia del Área de Fiscalización para el Desarrollo
de la Gobernanza, las observaciones y el sustento documental que consideraran
pertinentes sobre su contenido.


1.24. Se contó con la presencia de los siguientes funcionarios: Jorge Morales Ramírez del
Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia; Kennia Alvarado Villalobos,
Oficial de Cumplimiento; Randall Zúñiga Palacios, Delegado de cumplimiento; Juan Carlos
Brenes Azofeifa de la Oficina de Control Interno y Roberth García González, Auditor
Interno, todos funcionarios (as) del Poder Judicial.


1.25. Al respecto, se recibió el oficio n.° 152-P-2024 de 19 de abril de 2024 suscrito por el señor
Roger Mata Brenes, director del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de
Justicia, con algunas observaciones sobre el mencionado borrador de informe.


1.26. Con posterioridad se comunicó el oficio n.° DFOE-GOB-0264 (08610)-2024 del 24 de
mayo de 2024, remitido al Presidente de la Corte Suprema de Justicia en atención a las
observaciones planteadas.


SIGLAS Y ABREVIATURAS


1.27. Para la lectura de este informe, considere las siglas enunciadas en el cuadro siguiente:


Siglas /
Abreviaturas


Significado


CGR Contraloría General de la República


14 Conocido por el Consejo Superior en la sesión n.° 108-22 del 8 de diciembre de 2022, artículo LXI.
13 Aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 59-2022 del 21 de noviembre de 2022.


12 Se origina en el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en la sesión n.° 20-19 del 5 de marzo del
2019, artículo XLIX y la Corte Plena en la sesión n.° 50-2020 del 7 de septiembre del 2020, art. XVIII.


11 Elaborado por la Oficina de Control Interno y aprobado por el Consejo Superior en la sesión n.° 37-19
del 30 de abril de 2019, artículo LXXXVIII, el cual sirvió de base para la elaboración de la propuesta del
Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos.
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DFOE División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la CGR


LGCI Ley General de Control Interno


OC Oficina de Cumplimiento


OCI Oficia de Control Interno


PAO Plan Anual Operativo


PEI Plan Estratégico Institucional


SCI Sistema de Control Interno


SEVRI Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional


UPI Unidades de Planificación Institucional


2. RESULTADOS
DISEÑO E IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO PARA LA
PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN EN EL PODER JUDICIAL


Ambiente de control orientado a la prevención de la corrupción
2.1. De acuerdo con las Normas de Control Interno para el


Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) , el ambiente de15


control comprende el conjunto de factores
organizacionales que propician una actitud positiva y de
apoyo al Sistema de Control Interno (SCI) y a una
gestión institucional que permita una rendición de
cuentas efectiva . Además, es considerado como uno16


de los principales componentes del control interno, dado
que responde al comportamiento y a la cultura
organizacional de la institución, los cuales resultan
factores claves para prevenir y detectar actos de
corrupción en la institución.


2.2. Para evaluar este componente se consideraron los
factores organizacionales que se describen en la figura
adjunta.


16 Numeral 2.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público.
15 Publicadas en La Gaceta n.° 26 del 6 de febrero de 2009.


- 11 -







2.3. Respecto de los factores de objetivos estratégicos y el de ética institucional, es
responsabilidad del jerarca y los titulares subordinados el ejercicio y la promoción de la
integridad y de los valores éticos en la organización a través de procesos de mejora del
SCI. Además, la prevención de la corrupción debe vincularse con el proceso de
planificación institucional que considere entre otros aspectos objetivos, metas, e
indicadores de desempeño establecidos con base en un conocimiento del ambiente
interno y externo y de los riesgos correspondientes. La existencia y claridad de estos
aspectos resulta indispensable para que las actividades administrativas se sujeten a ellos
y les den cumplimiento.17


2.4. Sumado a ello, la Metodología para el diseño de estrategia institucional enfocada en la
creación de valor público , define la estrategia organizacional como el conjunto de18


acciones (intervenciones) interrelacionadas sistemáticamente que coadyuvan a una
adecuada toma de decisiones, que se ejecutan por parte de la institución, para alcanzar
los mejores resultados posibles que impacten el bienestar de una determinada población,
ya sean usuarios específicos o la ciudadanía en general.


2.5. En lo que corresponde al factor de capacitación e inducción continua la Ley Marco de
Empleo Público, n.° 10159 en su artículo 23, señala que dentro de los postulados rectores
que orientan los procesos de formación y capacitación, se encuentra el de la formación
destinada a garantizar los aprendizajes individuales y colectivos necesarios para el logro
de los objetivos institucionales, desarrollando las competencias de las personas para
concientizar sobre los riesgos de corrupción inherentes a su desempeño.


2.6. Finalmente, sobre el factor de estructura acorde con las necesidades y dinámicas
instituciones, el marco normativo establece que es responsabilidad del jerarca y los
titulares subordinados su establecimiento, la cual debe expresar de forma clara las
relaciones de jerarquía, asignar autoridad y responsabilidad de los funcionarios, fijar las
líneas de dependencia y coordinación, así como la relación con otros elementos que
conforman la institución y los canales adecuados de comunicación para que toda la
estructura funcione correctamente.19


2.7. En complemento de lo anterior, la Administración debe documentar, mantener
actualizados y divulgar internamente tanto las políticas como los procedimientos en donde
se establezca la estructura y los aspectos antes indicados .20


2.8. De la revisión efectuada, en cuanto a los objetivos estratégicos para direccionar a la
institución a la prevención de la corrupción, se evidenció que la atención y abordaje del
fenómeno de la corrupción en la administración de justicia, se encuentra alineada al Plan


20 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 15, inciso b), punto i.


19 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 13, incisos c), d) y Normas de Control Interno para el
Sector Público, 2.1, inciso d), 2.5, 2.5.1.


18 Del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, pág 8, 2019.


17 Ley General de Control Interno, n.° 8292 artículo 13, inciso a), Normas de Control Interno para el Sector
Público, 2.3, 2.3.1, 2.3.2, 2.3.3, 3.3 y Dictamen C-335-2003 del 28 de octubre de 2003 de la Procuraduría
General de la República.
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Estratégico Institucional (PEI) 2019-2024 . Al respecto, el Poder Judicial definió el “Tema21


estratégico 2: Confianza y probidad en la justicia”, cuyo objetivo es fortalecer la confianza
de la sociedad con probidad en el servicio de justicia, para contribuir con el desarrollo
integral y sostenible del país. Además, como parte de ese eje estratégico se estableció
entre otras, la acción estratégica de “Probidad y anticorrupción”, con el objetivo de diseñar
estrategias que permitan la prevención y abordaje de los delitos de probidad y corrupción
en la gestión judicial.


2.9. Por su parte, en lo correspondiente a la ética institucional se evidenció que el Poder
Judicial estableció y divulgó factores tales como la visión, misión y los valores
institucionales ; así como el Código de Ética Judicial , orientados a la promoción y el22 23


fortalecimiento de la ética. A su vez, en el 2023 el Subproceso de Ambiente Laboral24
incorporó en los estudios de ambiente laboral ítems relacionados con la ética, los valores
y los conflictos de interés.


2.10. En relación con los programas de inducción y capacitación, para el fortalecimiento de
la competencia ética y la prevención de la corrupción en el personal judicial, el Poder
Judicial ha desarrollado diversas capacitaciones en temas relativos a la integridad,
conflictos de interés, ética y anticorrupción (el detalle de las capacitaciones se muestra en
el anexo 1). También, ha implementado campañas de divulgación y ha sensibilizado al
personal judicial en dichos temas.


2.11. Asimismo, a partir del análisis de los resultados obtenidos del formulario sobre las
actividades de control para la prevención de la corrupción, aplicado por el Órgano
Contralor a una muestra de 448 personas funcionarias judiciales, se observó que el
68,63% (175) de las 255 personas que respondieron dicho formulario han recibido al
menos una capacitación sobre actividades de control. Al respecto, el 51,37% (131)
personas manifestaron haber recibido capacitación sobre la Regulación para la
prevención, identificación y la gestión de conflictos de interés; un 33,33% (85) acerca de
la Política Axiológica, un 18,43% (47) sobre la Política de Integridad y Anticorrupción y un
9,01% (23) en la Política de Justicia Abierta.


2.12. Ahora bien, en lo que respecta al factor de estructura, el Poder Judicial cuenta con varias
instancias, que de acuerdo con las responsabilidades asignadas al momento de su
creación, así como en instrumentos posteriores , tienen funciones vinculadas con la25


prevención de la corrupción, dentro de las cuales se encuentran:


25 Por ejemplo la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial y su Plan de Acción.


24 Oficina adscrita a la Dirección de Gestión Humana y responsable de los estudios de ambiente laboral
en las oficinas judiciales.


23 La última versión fue aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 44 del 21 de octubre de 2019,
artículo 18. Disponible en el sitio web de la institución.
https://eticayvalores.poder-judicial.go.cr/index.php/codigo-de-etica


22 Disponibles en el siti web de la institucion:
https://pj.poder-judicial.go.cr/index.php/informacion-institucional/vision-mision-y-valores-del-poder-judicial


21 Mediante boletines de la Dirección de Planificación del Poder Judicial se comunican a las personas
funcionarias judiciales los avances del PEI y los temas estratégicos de la institución.
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● La Oficina de Control Interno , órgano responsable de la rectoría, el monitoreo,26


seguimiento y evaluación de los resultados que genera el Modelo de Gestión de
Riesgos Estratégicos ; a su vez es la encargada de asesorar al jerarca institucional27


y al Consejo Superior, en materia de control interno y gestión integral de riesgo; así
como formar y asesorar a los equipos de gestión de riesgos en los despachos y
oficinas judiciales del país, utilizando el marco orientador y la metodología del
SEVRI-PJ, entre otras funciones.


● La Oficina de Cumplimiento , que como parte de la gestión de la integridad judicial,28


cuenta con un mecanismo con enfoque preventivo, la cual se ocupa de la gestión
del riesgo de corrupción, a través de la identificación de amenazas provenientes de
la corrupción, fraude interno, las faltas a la ética y probidad, así como su prevención
y control, a partir de la implementación del “Modelo para la Gestión de Riesgos de
Corrupción en el Poder Judicial”, entre otras funciones.


● La Secretaría Técnica de Ética y Valores , orienta, asesora, recomienda y dicta29


políticas y directrices en materia ética y axiológica en el Poder Judicial. Asimismo,
tiene a cargo el diseño, implementación y seguimiento del Sistema de Gestión Ética
Institucional.


● Instancias ejecutoras, que son las dependencias del Poder Judicial a quienes
corresponde implementar las acciones para prevenir la corrupción.


2.13. Particularmente, la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial establece la
adopción de prácticas para fortalecer la gestión judicial y fortalecer una cultura de
integridad, y en el plan de acción de la misma, se identifican los responsables y las
relaciones de coordinación para cada acción a implementar. Adicionalmente, mediante
oficio n.° 152-P-2024 del 19 de abril de 2024, el Poder Judicial indica las dependencias
organizativas responsables de cada área temática de la Política bajo mención, lo cual
evidencia que cuenta con la definición de las relaciones jerárquicas y líneas de
dependencia y coordinación de las instancias que tienen funciones asignadas en la
materia.


2.14. Sin embargo, como resultado de las entrevistas, el taller desarrollado por la Contraloría
General el 19 de diciembre de 2023 y el formulario sobre actividades de control para la
prevención de la corrupción aplicado por el Órgano Contralor a 255 personas funcionarios
judiciales, se identificó una débil coordinación y comunicación entre las instancias que


29 Creada por acuerdo de Corte Plena en la sesión n.° 18-2006 del 3 de abril del 2006, artículo II.


28 Adscrita a la Comisión de Transparencia. Fue aprobada por la Corte Plena en la sesión n.° 09-2019 del
4 de marzo de 2019, artículo XX.


27 Respuesta 2.1 del oficio n.° 08-OCGR-2023 del 28 de noviembre de 2023 (NI 27113). El modelo es
parte de un nuevo elemento del Modelo de Gestión Estratégica del Poder Judicial, su alcance se
encuentra enfocado en la gestión de riesgos estratégicos de la institución con base en la metodología
SEVRI.


26 Adscrita al Consejo Superior. Fue aprobada por la Corte Plena en la sesión 10-2006 del 29 mayo de
2006, artículo XXXIX.
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poseen funciones vinculadas con la prevención de la corrupción, y tienen a su cargo no
solo la Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial, sino también los demás
instrumentos en la materia. Particularmente, no se cuenta con acciones conjuntas para
realizar la valoración de riesgos de corrupción institucional, que involucra las etapas de
identificación, análisis, evaluación, administración y seguimiento.


2.15. Adicionalmente, los resultados del formulario aplicado mostraron que un 83,53% (213) de
las 255 personas funcionarias judiciales que respondieron el formulario, manifestaron que
no conocían las instancias encargadas de promover y fortalecer una cultura institucional
dirigida a la prevención de la corrupción en el Poder Judicial, y el 16,47% (42) personas, a
pesar de que señalaron que conocen alguna instancia, no tienen claro la función para la
cual fueron creadas.


2.16. La debilidad encontrada obedece a que la Oficina de Control Interno y la Oficina de
Cumplimiento no han definido canales de comunicación, aspectos de coordinación
indispensable, y puntos de interacción de las instancias, que conjugue los esfuerzos y
potencie las relaciones entre dichas instancias en materia de gestión de riesgos de
corrupción, de forma tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto
contribuya de forma coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y
de una cultura anticorrupción.


2.17. También obedece a que, el Reglamento de Funcionamiento de la Oficina de Cuplimiento
se encuentra pendiente de aprobación por parte de la Corte Plena, mientras que en el
caso de la Oficina de Control Interno se indicó que sus funciones se encuentran
establecidas en la Ley General de Control Interno, n.° 8292 , en el “Informe sobre la30


estructura, labores, funcionamiento y ubicación orgánica de la Unidad de Control Interno”
, y en la página web del Poder Judicial, en el apartado correspondiente a esa Oficina ,31 32


sin estar las funciones de la Oficina de Control Interno reguladas en un único documento.


2.18. Por otra parte, el Poder Judicial en el oficio n.° 152-P-2024, de previa cita, indicó que el
proceso de comunicación y divulgación de la estructura organizativa relacionada con la
atención del fenómeno de la corrupción, y la comunicación de los roles de cada instancia
requiere mayor continuidad.


2.19. Además, cabe mencionar que el Consejo Superior en la sesión n.° 84-2022 del 27 de
setiembre del 2022, ordenó a la Dirección de Gestión Humana realizar el estudio de los
perfiles de puesto de las plazas asignadas a la Oficina de Cumplimiento. No obstante,
según el oficio n.° PJ-DGH-CAP-463-2023 del 19 de septiembre de 2023 dicho estudio se
encuentra en proceso por parte de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de
Gestión Humana.


2.20. En consecuencia, la situación descrita podría limitar el desarrollo, implementación,
seguimiento y evaluación de acciones para propiciar una cultura organizacional enfocada
en la prevención de la corrupción; así como contar con una estructura institucional


32 https://controlinterno.poder-judicial.go.cr/index.php/conozcanos.
31 Conocido por el Consejo Superior en sesión n.° 24-2017 del 14 de marzo del 2017, artículo LVIII.
30 Oficio n.° DP-692-2023 del 26 de octubre de 2023.
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coherente e integrada que fortalezca el SCI para la prevención de la corrupción. Además,
no permite asegurar la ejecución de las responsabilidades en materia de prevención de la
corrupción, y debilita el funcionamiento del SCI para la prevención de la corrupción.


Valoración de riesgos de corrupción
2.21. La valoración de riesgos es la identificación y análisis de los riesgos que enfrenta la


institución, tanto de fuentes internas como externas relevantes para la consecución de los
objetivos; deben ser realizados por el jerarca y los titulares subordinados, con el fin de
determinar cómo se deben administrar dichos riesgos .33


2.22. El proceso de valoración de riesgos permite a las instituciones prevenir, detectar y corregir
irregularidades que puedan debilitar el SCI institucional. La importancia de este proceso
se centra en que permite la identificación y análisis de los riesgos que enfrenta la
institución, así como en determinar la forma en que deben ser administrados, pues
podrían afectar la consecución de los objetivos institucionales, e impactar negativamente
el valor público brindado a la ciudadanía.


2.23. Adicionalmente, un proceso de valoración de riesgos es permanente y participativo , e34


involucra las siguientes fases: identificación, análisis, evaluación, administración, revisión,
documentación y comunicación de los riesgos institucionales .35


2.24. El artículo 14 de la Ley General de Control Interno, n.° 8292, dispone que el jerarca y los
titulares subordinados deben identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al
logro de los objetivos y las metas; analizar el efecto posible de los riesgos, su importancia
y la probabilidad; definir acciones para administrarlos; y adoptar las medidas para el
funcionamiento adecuado del sistema de valoración del riesgo.


2.25. De igual manera, el artículo 18 de la citada Ley, señala el deber de las instituciones de
contar con un Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) por
áreas, sectores, actividades o tareas, que permita identificar el nivel de riesgo
institucional, su análisis y administración. Además, según el artículo 19 de la Ley, cuando
se haya establecido el SEVRI, el jerarca y los titulares subordinados deben adoptar las
medidas necesarias para su adecuado funcionamiento, con el objetivo de ubicarse al
menos en un nivel de riesgo institucional aceptable.


2.26. A su vez, de acuerdo con la norma 3.2 de las Normas de Control Interno para el Sector
Público (N-2-2009-CO-DFOE), el SEVRI debe presentar las características e incluir los
componentes y las actividades que define la normativa específica aplicable; también,
someterse a las verificaciones y revisiones que correspondan a fin de corroborar su
efectividad continua y promover su perfeccionamiento.


35 Directriz 4.1 de las Directrices Generales para el Establecimiento y Funcionamiento del Sistema
Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI), n.° D-3-2005-CO-DFOE.


34 Numeral 3.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público.
33 Ley General de Control Interno, n.° 8292.
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2.27. En esos términos, se debe considerar lo establecido en las directrices 2.1, 2,2 y 2,4 de las
Directrices Generales para el Establecimiento y Funcionamiento del Sistema Específico
de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI), n.° D-3-2005-CO-DFOE , acerca del36


establecimiento del SEVRI para la identificación, análisis, evaluación, administración,
revisión, documentación y comunicación de los riesgos institucionales relevantes, de
forma que permita generar información actualizada sobre los riesgos institucionales
asociados al logro de los objetivos y metas; el comportamiento del nivel de riesgos
institucional; y las medidas para administrarlos. Además, de lo señalado anteriormente
también es necesario observar el cumplimiento de la directriz 2.6, en cuanto a que el
SEVRI debe tener la capacidad de procesar de forma ordenada, consistente y confiable
todos los datos, internos y externos, requeridos para cumplir su objetivo con un nivel de
seguridad razonable.


2.28. También, la directriz 3.3, establece el deber institucional de contar con una estructura
organizacional que apoye la operación del SEVRI, así como promover una cultura
favorable. Para lo anterior, la institución debe promover al menos conciencia en los
funcionarios de la importancia de la valoración del riesgo para el cumplimiento de los
objetivos de la institución; uniformidad en el concepto de riesgo en los funcionarios;
actitud proactiva que permita establecer y tomar acciones anticipando las consecuencias
que eventualmente puedan afectar el cumplimiento de los objetivos; responsabilidades
definidas claramente en relación con el SEVRI para los funcionarios de los diferentes
niveles de la estructura organizacional; y mecanismos de coordinación y comunicación
entre los funcionarios y las unidades internas para la debida operación del sistema.


2.29. Asimismo, la directriz 4.2 sobre identificación de riesgos determina que la identificación de
los eventos que podrían afectar de forma significativa el cumplimiento de los objetivos
institucionales, debe organizarse de acuerdo con la estructura de riesgos institucional
previamente establecida.


2.30. Por su parte, el Marco Orientador y Metodología del Sistema Específico del Riesgo
Institucional del Poder Judicial, señala como objetivo de la valoración de riesgos
“Gestionar apropiadamente los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro
de los objetivos del Poder Judicial, a través del uso del Sistema específico de valoración
del riesgo institucional (SEVRI-PJ) para generar información confiable y oportuna que
soporte el proceso de toma de decisiones y el logro de un nivel de riesgo organizacional
bajo aceptable, de conformidad con la normativa vigente aplicable y el respeto de los
derechos de las personas usuarias”.


2.31. Tomado en consideración lo indicado, durante el proceso de auditoría se determinó que, si
bien el Poder Judicial ha desarrollado una serie de acciones encaminadas a gestionar el37


riesgo de corrupción en procesos sensibles, dado el impacto que este tipo de eventos


37 Entendidas como las acciones aprobadas desde la alta dirección del Poder Judicial, dirigidas a
enfrentar los actos de corrupción.


36 Publicadas en La Gaceta n.° 134 del 12 de julio de 2005.
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puede tener en la administración de justicia, la institución no realiza una gestión integral38
de riesgos de corrupción, por cuanto la valoración de algunos de esos riesgos se efectúa
de forma separada del SEVRI-PJ, lo que a su vez imposibilita identificar el nivel de riesgo,
tomar acciones para gestionarlo y darle seguimiento.


2.32. En ese sentido, se evidenció que los riesgos de corrupción identificados en el proceso de
contratación administrativa del Departamento de Proveeduría de la Dirección Ejecutiva y
en 22 Administraciones Regionales , a partir de la implementación del “Modelo para la39


Gestión de Riesgos de Corrupción en el Poder Judicial” , no se incorporaron en el40


SEVRI-PJ.


2.33. Adicionalmente, se determinó que a partir del marco orientador del SEVRI-PJ que
establece dentro de su estructura entre otros el riesgo de integridad , y el portafolio de41


riesgos institucional , que contempla riesgos relacionados con la gestión ética, algunas42


oficinas y despachos judiciales identifican riesgos de corrupción en el SEVRI-PJ desde
una perspectiva general, como parte de la valoración de riesgos operativos y estratégicos,
y otras realizan un ejercicio particular sobre la identificación de riesgos de corrupción
dentro de la valoración de riesgos institucional. No obstante, no a todos esos riesgos se
les diseña acciones para gestionarlos, tampoco se les da seguimiento oportuno por parte
de las instancias competentes.


2.34. Es así que, algunos riesgos de corrupción en el Poder Judicial no se consideran en la
valoración de riesgos institucional a través del uso del SEVRI-PJ, o bien, se integran de
manera parcial, proceso que requiere ser permanente y participativo.


2.35. Al respecto, cabe indicar que a partir del acuerdo 50-2020 del 7 de setiembre de 2020,
artículo XVIII de la Corte Plena, la Institución orientó la gestión de los riesgos en
instancias responsables y señaló, como lo indica la recomendación 6.17 del informe 1183-
PLA-PE-2020 de la Dirección de Planificación :43


6.17. Instar la coordinación de sesiones de trabajo con la Oficina de
Cumplimiento y con la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de
la Información, con el fin de que se trabaje de manera integrada y


43 Respuesta 2.1 del oficio n.° 08-OCGR-2023 del 28 de noviembre de 2023 (NI 27113).


42 La Corte Plena en la sesión n.° 42-2023 del 11 de setiembre de 2023, artículo XXI, aprobó la versión
actualizada de la Estructura y el Portafolio de Riesgos.


41 Definido como los riesgos propios de la conducta de las personas que laboran para la organización e
incluye asuntos tales como corrupción, conflictos de intereses, actuaciones no autorizadas, negligencia y
falta de colaboración.


40 En fase 1, que se centra en la identificación de riesgos de corrupción, el análisis de la probabilidad y el
impacto, y la definición de la zona de riesgo. Pretende ser aplicado en los procesos críticos y sensibles de
la institución por su exposición a este tipo de riesgos, y que sirva de insumo para la mejora en los
procesos y controles aplicados.


39 A partir de los resultados del estudio que ha venido realizando el Poder Judicial para identificar los
procesos vulnerables.


38 De acuerdo con la Ley General de Control Interno, n.° 8292, el SEVRI debe contemplar todos los tipos
de riesgos que puedan comprometer la obtención de las metas y objetivos institucionales.
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entrelazada la gestión de los riesgos institucionales con la gestión de los
Riesgos de Continuidad y los Riesgos de Corrupción.


2.36. Lo anteriormente expuesto, se atribuye a que el Poder Judicial no ha tomado acciones
para que todas las oficinas y despachos judiciales identifiquen e incorporen en el
SEVRI-PJ los riesgos de corrupción asociados a su gestión; ni para que la valoración de
riesgos de corrupción realizada por la Oficina de Cumplimiento, también sea incorporada
a dicho sistema. Lo indicado de forma tal que permita realizar una valoración de riesgos
de corrupción integral a través del SEVRI-PJ, de conformidad con los artículos 14 y 18 de
la Ley General de Control Interno, n.° 8292 y el Marco Orientador y Metodología del
Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial.


2.37. Las situaciones determinadas, limitan la identificación, valoración y seguimiento oportuno
de los riesgos de corrupción. Además, no existe garantía de que se atiendan los riesgos
de corrupción en los procesos o áreas más vulnerables de la institución, lo que podría
llevar a que, por la inexistencia de acciones, dichos riesgos se materialicen. También,
debilita el SCI, incidiendo en la consecución de los objetivos institucionales, la rendición
de cuentas y la toma de decisiones.


Actividades de control para la prevención de la corrupción
2.38. Las actividades de control comprenden las políticas, los procedimientos y los


mecanismos, las cuales contribuyen a asegurar razonablemente la operación y el
fortalecimiento del SCI y el logro de los objetivos institucionales. Dichas actividades deben
ser dinámicas, a fin de introducirles las mejoras que procedan en virtud de los requisitos
que deben cumplir para garantizar razonablemente su efectividad .44


2.39. En esos términos, se debe considerar primeramente el artículo 11 de la Constitución
Política de la República de Costa Rica, el cual reza que “La Administración Pública, en
sentido amplio, está sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición
de cuentas (...)”.


2.40. Además, la Ley General de Control Interno n.° 8292, en su artículo 12, inciso b), hace
hincapié en el deber del jerarca y los titulares subordinados de tomar las medidas
correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o irregularidades en el SCI.


2.41. Por otro lado, el Reglamento General del Sistema Nacional de Planificación, n.°
37735-PLAN , en su artículo 28, inciso j), señala que dentro las funciones de las45


Unidades de Planificación Institucional (UPI), está el proponer iniciativas de evaluación
que sirvan para analizar los efectos de las estrategias y de las políticas que han sido
implementadas. Asimismo, el artículo 67, inciso b), indica que las instituciones tienen la
responsabilidad de desarrollar funciones de monitoreo, seguimiento y evaluación de
políticas, planes, programas y proyectos estratégicos, con el fin de fortalecer la gestión
institucional y la rendición de cuentas.


45 Del 6 de mayo de 2013.
44 Norma 4.1 de las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE).
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2.42. De igual manera, las Normas de Control Interno para el Sector Público
(N-2-2009-CO-DFOE) en su norma 4.4, establece que se deben diseñar, adoptar, evaluar
y perfeccionar las actividades de control a fin de asegurar razonablemente que se
recopile, procese, mantenga y custodie información de calidad sobre el funcionamiento
del SCI y sobre el desempeño institucional, así como que esa información se comunique
con la prontitud requerida a las instancias internas y externas respectivas.


2.43. Además, la norma 4.5 de esas mismas normas, indica el deber de establecer actividades
de control que orienten la ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional, y la norma
4.5.1, también señala el deber de ejercer una supervisión constante sobre el desarrollo de
la gestión institucional y la observancia de las regulaciones atinentes al SCI, así como
emprender acciones necesarias para conseguir los objetivos. Mientras que la norma 5.7,
estipula que los procesos para asegurar razonablemente la comunicación de la
información a las instancias pertinentes, deben basarse en un enfoque de efectividad y
mejoramiento continuo.


2.44. A su vez, el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales del Poder Judicial , en cuanto46


al proceso de Evaluación, indica que la instancia rectora de la política debe definir la
periodicidad y la frecuencia de las evaluaciones a realizar para medir los resultados e
impacto esperados producto de la implementación de la Política Institucional, así como
presentar un informe de seguimiento y evaluación semestral a la Dirección de
Planificación, con el fin de velar por la rendición de cuentas y alineamiento con el PEI de
las Políticas Institucionales vigentes.


2.45. Asimismo, el modelo citado en el párrafo anterior, señala que la evaluación es un proceso
de observación, medición, análisis e interpretación de los resultados alcanzados por la
implementación de la política institucional, y su utilidad se basa en generar insumos para
la toma de decisiones de los órganos jerárquicos. A su vez, indica que la metodología de
evaluación debe ir orientada a la verificación de los resultados alcanzados a partir del
cumplimiento de acciones de la política, que están al alcance a partir del seguimiento por
medio del PEI y los PAO.


2.46. De conformidad con lo indicado en la Metodología para la evaluación por resultados en el
Poder Judicial , la evaluación por resultados se concibe como una valoración sistemática47


sobre el diseño, la ejecución y los resultados de la política con base en un conjunto de
criterios de valores preestablecidos. Esta valoración genera recomendaciones basadas en
evidencias, para apoyar la toma de decisiones y mejorar la gestión pública.


47 Aprobada por el Consejo Superior en la sesión 11-2022 del 08 de febrero de 2022, artículo V. La
metodología se propuso con el el fin de cubrir la necesidad que tiene la institución de poseer una guía
para llevar a cabo una evaluación por resultados, que permita valorar los beneficios esperados en una
línea de tiempo, con la cual se sopese el costo de oportunidad de continuar, modificar o suspender la
implementación de los esfuerzos de una oficina o despacho, materializados en planes, proyectos o
iniciativas.


46 Aprobado por la Corte Plena en la sesión n.° 02-2020 del 13 de enero de 2020, artículo XXXIII. El
Modelo se constituye como uno de los componentes del Modelo de Gestión Estratégica Institucional,
aprobado en la sesión de la Corte Plena n.° 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII.
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2.47. También, de acuerdo con la citada metodología, se tiene como responsable de evaluar
estratégicamente las Políticas Institucionales , a la Dirección de Planificación, y a todas48


las oficinas del Poder Judicial que deseen, realizar una evaluación por resultados
operativos.


2.48. Aunado a lo anterior, el Marco conceptual y estratégico para el fortalecimiento de la
Gestión para Resultados en el Desarrollo en Costa Rica , indica que la medición de49


resultados es fundamental para tomar decisiones oportunas y confiables sobre la
implementación de las intervenciones públicas (planes, políticas, programas y proyectos),
considerando los resultados obtenidos referidos al producto logrado y a los efectos e
impactos generados en los beneficiarios de la acción estatal. Lo anterior, con el fin de
decidir si se debe o no continuar con una intervención, si los recursos públicos se han
ejecutado apropiadamente, si se requieren realizar ajustes y en cuáles áreas.


2.49. Por otra parte, el Modelo para el mejoramiento de la Gestión Institucional , señala que50


para conocer si la estrategia y la gestión organizacional están brindando los resultados
esperados, se deben realizar procesos de medición, análisis y mejora, así como una
evaluación, que permita tomar decisiones oportunas respecto al accionar institucional. Es
por esto, que el seguimiento y la evaluación son herramientas de gestión necesarias que
permiten desarrollar aprendizaje organizacional y lograr articular los procesos a la mejora
continua, tanto en las acciones que se encuentran en desarrollo, como en las fases de
programación, planificación y desarrollo de políticas.


2.50. En ese sentido, se observó que el Poder Judicial como parte de las actividades de control
ha desarrollado políticas institucionales para la atención de las necesidades de
prevención de la corrupción, tales como la Política de Integridad y Anticorrupción, la
Política de Justicia Abierta y la Política Axiológica (ver imagen 2), las cuales, a su vez,51


cuentan con planes de acción vinculados al PEI 2019-2024 y al Plan Anual Operativo52


(PAO). Los aspectos generales de dichas políticas se resumen en la siguiente imagen.


52 De acuerdo con el informe n.° 1392-PLA-EV-2023 acerca del seguimiento a las políticas institucionales
del Poder Judicial del 2023, aprobado por Consejo Superior en sesión n° 02-2024 del 11 de enero de
2024, artículo XXVII, contar con planes de acción vinculados a la estrategia, permite un control del
cumplimiento de estos, debido a que el sistema permite por medio de objetivos operativos del PAO dar
cumplimiento y registrar los porcentajes de avance de cada plan de acción de una determinada política.


51 Según la RAE, axiología se define como el estudio de la naturaleza de los valores y de los juicios
valorativos.


50 Costa Rica, Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, Área de Modernización del
Estado. San José, CR: MIDEPLAN, 2017. Página 98.


49 Costa Rica, Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica. Ministerio de Hacienda.
Comisión Interinstitucional. San José, CR: MIDEPLAN-MINHAC, 2016, Página 20.


48 Según el Modelo de Gestión Estratégica.
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Imagen n.° 2
Políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la


corrupción en el Poder Judicial


Fuente: Elaboración propia.


2.51. Tomando en consideración lo indicado, durante el proceso de auditoría se determinó que,
si bien el Poder Judicial cuenta con el Modelo de Gestión de Políticas institucionales y la
Metodología para la evaluación por resultados en el Poder Judicial, no se obtuvo
evidencia de que los rectores de las citadas políticas, hayan efectuado evaluaciones
sobre la efectividad de los resultados de las políticas en la prevención de la corrupción en
el Poder Judicial, con el objetivo de generar insumos para la toma de decisiones, y
recomendaciones para la corrección, eficiencia y mejora continua del SCI. Lo anterior, en
razón de que la Política Axiológica fue aprobada en el 2011 y la Política de Justicia Abierta
en el 2018.


2.52. En ese sentido, a partir del informe n.° 874-PLA-EV-2023 “Evaluación a las Políticas53


Institucionales 2022”, se evidenció que las evaluaciones anuales realizadas por el
Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, tienen como objetivo
determinar el avance del cumplimiento de una política de acuerdo con sus metas
estratégicas y operativas en un periodo determinado, y no se refieren a la efectividad de
los resultados de las políticas, tal como se indicó en el párrafo anterior.


53 Del 23 de agosto de 2023. Aprobado por el Consejo Superior sesión n.° 77-2023 celebrada el 19 de
setiembre del 2023,artículo XLIV.
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2.53. Adicionalmente, como parte del diseño de dichas políticas se observó que la Política de
Justicia Abierta indica en su apartado 6.2 “Funciones de la Comisión de Justicia Abierta”
que dicha Comisión debe liderar el proceso de cocreación de los instrumentos para la
implementación de esta política, entre los cuales se encuentra el sistema de evaluación y
seguimiento con monitoreo ciudadano; sin embargo, se encuentra pendiente. Asimismo,
la Política de Integridad y Anticorrupción, en su apartado 9 “Seguimiento y Evaluación de
la Política Institucional Anticorrupción”, señala que la Comisión de Transparencia debe
establecer como criterios de medición de resultados e impacto de la implementación de la
política: la periodicidad y frecuencia de las evaluaciones, la verificación de cumplimiento
de metas, las acciones u objetivos, la eficiencia de las acciones y su sostenibilidad; así
como el proceso de rendición de cuentas ante la Dirección de Planificación, no obstante,
dichos criterios no han sido definidos. Por otra parte, la Política Axiológica no cuenta con
un apartado que haga mención a la evaluación de dicha política.


2.54. Las debilidades descritas obedecen a que los rectores de la Política Axiológica, la Política
de Justicia Abierta y la Política de Integridad y Anticorrupción, asociadas a la atención de
las necesidades de prevención de la corrupción, no han operativizado la evaluación de
dichas políticas, con el propósito de identificar si los resultados son efectivos en la
prevención de la corrupción. Lo anterior, pese a que el Poder Judicial definió en el PEI
2019-2024 objetivos estratégicos que direccionan a la institución a la prevención de la
corrupción.


2.55. En consecuencia, genera el riesgo de no contar con información oportuna para la toma de
decisiones y la rendición de cuentas hacia las partes interesadas internas y externas
sobre la efectividad de las políticas y el logro de los objetivos estratégicos asociados a
dichas políticas, lo cual podría incidir en el mejoramiento de la gestión pública, en la
transparencia y en la generación de valor público, así como en la corrección, eficiencia y
mejora continua del SCI. Además, podrían eventualmente incidir en que no se aborde
eficazmente desde una perspectiva integral los problemas o desafíos existentes en
materia de prevención de la corrupción.


Sistemas de información para la prevención de la corrupción
2.56. La Ley General de Control Interno, n.° 8292, en su artículo 16, establece el deber de


contar con sistemas de información que permitan a la administración activa tener una
gestión documental institucional, entendiendo esta como el conjunto de actividades
realizadas con el fin de controlar, almacenar y recuperar de modo adecuado la
información producida o recibida en la organización, en el desarrollo de sus actividades,
con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados.


2.57. En ese sentido, la norma 5.4, de las Normas de Control Interno para el Sector Público
(N-2-2009-CO-DFOE), señala el deber del jerarca y los titulares subordinados de asegurar
razonablemente que los sistemas de información propicien una debida gestión
documental, mediante la cual se ejerza control, se almacene y se recupere la información
de manera oportuna y eficiente, y de conformidad con las necesidades institucionales.
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2.58. Asimismo, la norma 5.6 de esas mismas normas, también señala el deber del jerarca y los
titulares subordinados de asegurar razonablemente, que los sistemas de información
contemplen los procesos para recopilar, procesar y generar información que corresponda
a las necesidades de los distintos usuarios. Además, indica que dichos procesos deben
estar basados en un enfoque de efectividad y mejoramiento continuo.


2.59. Por otra parte, de acuerdo con la norma 5.8, el jerarca y los titulares subordinados deben
disponer de controles para que los sistemas de información garanticen razonablemente
entre otros aspectos, la calidad de la información y de la comunicación, la seguridad y una
clara asignación de responsabilidades.


2.60. Al respecto, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con sistemas automatizados, tales
como el “Sistema PEI” y el “Sistema PAO” , para integrar la gestión de las políticas54 55


institucionales, dentro de las cuales se encuentran las políticas para la atención de las
necesidades de prevención de la corrupción, a saber: la Política de Integridad y
Anticorrupción, la Política de Justicia Abierta y la Política Axiológica, con los instrumentos
de planificación institucional (PEI y PAO). De esa manera, las instancias rectoras de las
políticas reportan a través de los Sistemas PAO y PEI la información que respalda la
efectiva implementación de dichas políticas.


2.61. Es así como, al estar vinculados el plan de acción de una determinada política a la
estrategia institucional, los Sistemas PAO y PEI, permiten por medio de objetivos
operativos del PAO dar seguimiento y cumplimiento de los objetivos y metas definidas en
los planes de acción de dichas políticas. Asimismo, determinan el nivel de avance de una
política de acuerdo con sus metas asociadas.


2.62. Además, de acuerdo con lo señalado en los informes que emite el Subproceso de
Evaluación de la Dirección de Planificación sobre el seguimiento a las políticas
institucionales del Poder Judicial, los Sistemas PEI y PAO generan reportes de cada
responsable estratégico, así como de cada oficina y despacho judicial responsable de
brindar la información de cada meta operativa, respectivamente, esto con el fin de
recopilar y analizar las evidencias sobre las actuaciones realizadas durante el período de
ejecución de las metas vinculadas a las políticas.


2.63. Por otra parte, se evidenció que existe un sistema informático denominado “Sistema
SEVRI”, el cual a su vez se encuentra vinculado con los sistemas de planificación
institucional (Sistema PEI y Sistema PAO).


55 Sistema para la formulación y seguimiento del PAO, por medio de dicho sistema el Poder Judicial
elabora e integra el PAO con el PEI 2019-2024 lo cual permite comprobar el alineamiento de ambas
herramientas de planificación.


54 Integra en forma automática a todos los elementos del Modelo de Gestión Estratégica (Planificación
Operativa, Presupuesto, Políticas, Innovación, Riesgos Institucionales).
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Seguimiento del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción
2.64. El seguimiento del SCI se entiende como las actividades que se realizan para valorar la


calidad del funcionamiento de dicho sistema. En ese sentido son deberes del jerarca y los
titulares subordinados, entre otras, realizar continuamente las acciones de control y
prevención en el curso de las operaciones normales, y las autoevaluaciones al menos una
vez al año, que conduzcan al perfeccionamiento del Sistema, según el artículo 17 de la
Ley General de Control Interno, n.° 8292.


2.65. Por su parte, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE),
en sus normas 6.1 y 6.2, hacen hincapié en el deber del jerarca y los titulares
subordinados en cuanto a diseñar, adoptar, evaluar y perfeccionar, como parte del SCI,
actividades permanentes y periódicas de seguimiento para valorar la calidad del
funcionamiento de los elementos del Sistema; y definir las estrategias y los mecanismos
necesarios para el efectivo funcionamiento del componente de seguimiento.


2.66. La norma 6.3, establece que las actividades de seguimiento del SCI, deben incluir la
comprobación de que se están cumpliendo las actividades de control, y las
autoevaluaciones periódicas en las que se verifiquen el cumplimiento, validez y suficiencia
del Sistema.


2.67. En relación con lo indicado anteriormente, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con
el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales, conformado por cuatro fases, dentro de
las cuales se destaca la “Fase 4: Seguimiento y evaluación”, donde se establece la forma
en que se dará seguimiento a los compromisos establecidos en el plan de acción de las
políticas institucionales asociadas a la atención de las necesidades de prevención de la
corrupción.


2.68. En ese sentido, se evidenció que el Subproceso de Evaluación de la Dirección de
Planificación, realiza un seguimiento semestral a las políticas institucionales vinculadas56


con la estrategia institucional, el cual permite valorar el grado de cumplimiento de las
metas estratégicas y operativas asociadas a cada política, que se encuentran en proceso
de ejecución en un periodo determinado, así como el nivel de avance de una política,
reportado por las instancias responsables.


2.69. El seguimiento a dichas políticas se realiza por medio de los Sistemas PAO y PEI, los
cuales permiten tanto a las oficinas responsables de los objetivos operativos, completar
los avances en el cumplimiento de objetivos y metas, como a las instancias rectoras de la
política Institucional, verificar la información proporcionada por dichas oficinas, y así tomar
las medidas necesarias para la efectiva implementación de la política.


2.70. Asimismo, se evidenció que el citado Subproceso de Evaluación, como parte de los temas
que atiende, ha emitido diversos informes de seguimiento con los resultados obtenidos57


57 Los informes se ponen a conocimiento del Comité de Planeación Estratégica y la Corte Plena.


56 El seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial pertenece a uno de los eslabones del
Modelo de Gestión Estratégica para la implementación del PEI 2019-2024.
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de la gestión de las políticas institucionales, y el desglose porcentual del avance de las
metas estratégicas asociadas a cada política; a partir de los indicadores de cumplimiento
y avance establecidos.


2.71. Por otra parte, se evidenció que el Poder Judicial cuenta con un “Proceso de
Autoevaluación Institucional (PAI)” en todos los ámbitos del Poder Judicial (Administrativo,
Auxiliar de Justicia y Jurisdiccional, cuya formulación se realiza anualmente en los meses
de noviembre y diciembre, y el seguimiento de enero a octubre. De acuerdo con lo
indicado por la Oficina de Control Interno, dicho proceso permite conocer el grado de58


cumplimiento de las Normas de Control Interno sometidas a verificación en las diferentes
oficinas y despachos judiciales, y en caso de encontrarse desviaciones, se diseñan
oportunamente propuestas de mejora o acciones correctivas, orientadas tanto al
fortalecimiento del SCI, como al logro de los objetivos planificados.


3. CONCLUSIÓN


3.1. Con base en evidencia suficiente y apropiada de auditoría, obtenida por la Contraloría
General, se concluye que el Poder Judicial cumple parcialmente con los criterios que
forman parte del marco normativo aplicable, relacionado con el diseño e implementación
del Sistema de Control Interno para la prevención de la corrupción.


3.2. Lo anterior por cuanto, si bien se observaron resultados positivos en relación con los
componentes de sistemas de información y seguimiento del SCI; se identificaron
debilidades en los componentes de ambiente de control, valoración de riesgos y
actividades de control. Para ello, resulta necesario implementar acciones con el fin de
disminuir la vulnerabilidad a la corrupción y reducir los niveles de susceptibilidad de la
institución.


3.3. En ese sentido, pese a que el Poder Judicial cuenta con varias instancias que tienen
funciones vinculadas con la prevención de la corrupción y ha diseñado distintos
instrumentos orientadores para la definición de la estructura y la estrategia que guían el
quehacer en materia de prevención de la corrupción, es necesario fortalecer la
coordinación y comunicación interna entre la Oficina de Control Interno y la Oficina de
Cumplimiento, de forma tal que ejecuten acciones de manera conjunta, principalmente las
asociadas a la valoración de riesgos de corrupción institucional. Al respecto, se destaca la
importancia de tomar acciones para que exista claridad sobre los roles y puntos de
interacción entre esas instancias en dicha materia.


3.4. También se determinó que la valoración de algunos riesgos de corrupción se realiza de
forma separada del SEVRI-PJ, de manera tal que no permite una gestión integral del
riesgo de corrupción institucional, a pesar de la existencia de otras metodologías para la
gestión de riesgos de corrupción.


58 Respuesta 5.3 y 5.4 del oficio n.° 009-OCGR-2023 del 5 de diciembre de 2023 (NI 27556).


- 26 -







3.5. Además, los rectores de las políticas institucionales asociadas a la atención de las
necesidades de prevención de la corrupción, no han efectuado evaluaciones sobre la
efectividad de sus resultados en la prevención de la corrupción, pese a su importancia
para la implementación del SCI, así como para generar insumos para la toma de
decisiones.


3.6. De esta forma, queda clara la necesidad de que el Poder Judicial en el ejercicio de sus
responsabilidades, establezca medidas que incidan en la efectividad del SCI para la
prevención de la corrupción que, a su vez, procure garantizar la atención y abordaje del
fenómeno de la corrupción en la administración de justicia.


4. DISPOSICIONES
4.1. De conformidad con las competencias asignadas en los artículos 183 y 184 de la


Constitución Política, los artículos 12 y 21 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de
la República, n.° 7428, y el artículo 12, inciso c) de la Ley General de Control Interno, se
emiten las siguientes disposiciones, las cuales son de acatamiento obligatorio y deberán
ser cumplidas dentro del plazo (o en el término) conferido para ello, por lo que su
incumplimiento no justificado constituye causal de responsabilidad.


4.2. Para la atención de las disposiciones incorporadas en este informe deberán observarse
los “Lineamientos generales para el cumplimiento de las disposiciones y recomendaciones
emitidas por la Contraloría General de la República en sus informes de auditoría”,
emitidos mediante resolución n.° R-DC-144-2015, publicados en La Gaceta n.° 242 del 14
de diciembre del 2015, los cuales entraron en vigencia desde el 4 de enero de 2016.


4.3. El Órgano Contralor se reserva la posibilidad de verificar, por los medios que considere
pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar
el establecimiento de las responsabilidades que correspondan, en caso de incumplimiento
injustificado de tales disposiciones.


A ORLANDO AGUIRRE GÓMEZ EN SU CALIDAD DE PRESIDENTE DE LA CORTE
SUPREMA DE JUSTICIA O A QUIEN EN SU LUGAR OCUPE EL CARGO


4.4. Definir, oficializar e implementar los canales de comunicación, los aspectos de
coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre la Oficina de Control Interno
y la Oficina de Cumplimiento, de forma que permita la ejecución de acciones
complementarias e integradas para la valoración de riesgos de corrupción. Dicha
interacción debería responder a un proceso articulado y a criterios de actuación, de forma
tal que el conjunto de acciones emprendidas por cada sujeto contribuya de forma
coherente y efectiva a la consolidación de un ambiente de control y de una cultura
anticorrupción. (ver párrafos del 2.12 al 2.20).


- 27 -







Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:


i. Al 30 de agosto de 2024, una certificación donde se acredite que se realizó la
definición y oficialización de los canales de comunicación, los aspectos de
coordinación indispensable, y los puntos de interacción entre dichas instancias.


ii. Al 31 de octubre de 2024, una certificación en la que conste el avance en la
implementación de los canales de comunicación, la coordinación indispensable, y la
interacción entre dichas instancias.


4.5. Divulgar la estructura organizativa del Poder Judicial para la prevención y atención del
fenómeno de la corrupción. Dicha divulgación debe contemplar al menos la clarificación
de los instrumentos estratégicos y operativos, las instancias responsables, sus roles y
competencias (ver párrafos del 2.12 al 2.20).


Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General al 30 de setiembre de 2024, una certificación
mediante la cual se acredite la divulgación de la estructura organizativa del Poder Judicial
en materia de prevención y atención del fenómeno de la corrupción.


4.6. Definir e implementar las acciones correspondientes de modo que en el SERVI-PJ se
integre la valoración de riesgos de corrupción, en concordancia con los artículos 14 y 18
de la Ley General de Control Interno, n.° 8292, y el Marco Orientador y Metodología del
Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial. Dicha integración debería
responder a una valoración de riesgos de corrupción institucional de forma tal que permita
identificar, analizar, evaluar, administrar y efectuar el seguimiento a los riesgos de
corrupción asociados a las diferentes oficinas y despachos judiciales desde el SEVRI-PJ
(ver párrafos del 2.21 al 2.37).


Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:


i. Al 29 de noviembre de 2024, una certificación mediante la cual acredite la definición
de las acciones.


ii. Al 31 de marzo de 2025, una certificación mediante la cual se acredite el avance en
la implementación de las acciones definidas.


4.7. Definir e implementar las acciones que permitan evaluar la Política Axiológica, la Política
de Justicia Abierta y la Política de Integridad y Anticorrupción, asociadas a la atención de
las necesidades de prevención de la corrupción, con el propósito de identificar si los
resultados de esas políticas, son efectivos en la prevención de la corrupción; así como
generar recomendaciones para la corrección, eficiencia y mejora continua del Sistema de
Control Interno. Lo anterior conforme lo establecido en la normativa aplicable, en la
Metodología de Evaluación de Resultados y en el Modelo de Gestión de Políticas
Institucionales del Poder Judicial (ver párrafos del 2.38 al 2.55).
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Para dar por acreditada esta disposición deberá remitir al Área de Seguimiento para la
Mejora Pública de la Contraloría General, lo siguiente:


i. Al 31 de enero de 2025, una certificación mediante la cual se acredite la definición
de las acciones.


ii. Al 30 de abril de 2025, una certificación mediante la cual se acredite el avance en la
implementación de las acciones definidas.


Falon Stephany Arias Calero
Gerente de Área


Mari Trinidad Vargas Álvarez
Asistente Técnico


Raquel Vargas Moya
Coordinadora


Andrea Lizano Loría
Colaborador


G: 2023000855-1
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ANEXO 1
Capacitaciones brindadas al personal judicial sobre integridad, conflictos de interés, ética y


anticorrupción


Unidad de capacitación Capacitaciones brindadas


Escuela Judicial - Formación inicial para aspirantes a la Judicatura (FIAJ):
Módulo implicaciones éticas en la función judicial.


- Subprograma nivelación básica: Módulo de soluciones
alternas.


- Programa formación integral de las personas técnicas
judiciales: Módulo de Ética Judicial.


- Programa de actualización: Curso de aspectos generales
sobre la corrupción y el fraude, la corrupción de funcionarios
públicos como fenómeno de la criminalidad organizada,
Conducta y Ética Judicial: Los principios de Bangalore.


Unidad de Gestión de la
Capacitación de la Dirección de
Gestión Humana


- Inducción general: Todas y todos fortalecemos y
construimos al Poder Judicial.


- Conflictos de interés en el Poder Judicial: prevención y
regulación.


- Régimen disciplinario.
- Control Interno.
- Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI-PJ).
- Causales de abstención y el régimen de prohibiciones en la


regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial.
- Viviendo los valores compartidos.
- Liderazgo ético.
- Código de Ética, un norte en común.


Unidad de Capacitación y
Supervisión del Ministerio
Público


- Ética, valores, vocación de servicio en el Ministerio Público.
- Principios, estructura y funcionamiento del Ministerio


Público: Probidad, transparencia e integridad.
- Control Interno.
- Reglamento Regulación para la prevención, identificación y


la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder
Judicial.


- Programa de Reclutamiento y Selección en el Curso Teórico
de Inducción: Capacitación sobre conflicto de interés.


- Programa de Reclutamiento y Selección en el Curso Teórico
de Inducción: Charla sobre delitos de probidad y deberes de
la función pública.


Unidad de Capacitación de la
Defensa Pública


- Programa de nivelación: Módulo de valores democráticos.
- Programa de formación inicial: Contempla jurisprudencia,


normativa, ética y valores.
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- Programa de ejes transversales: Contempla ética y valores.
- Conflictos de interés.
- Formación de Ética y Valores para la Defensa Pública.


Oficina de Cumplimiento - Conflicto de interés.


Secretaria Técnica de la Ética y
Valores


- Régimen Disciplinario.
- Curso “Mi formación, mi responsabilidad”.
- Curso “Nuestros valores, una ruta hacia la plenitud


humana”.
- Charlas en ética y valores:


● Viviendo los valores compartidos.
● Liderazgo ético.
● Código de Ética, un norte en común.
● Ética y teletrabajo.
● Competencia moral y ética.
● Ética Judicial.
● Ética Pública.
● Guía básica para ejercer con probidad la función


pública.
● Ética simple en tiempos complejos.


Organismo de Investigación
Judicial


- Programa de Integridad y Transparencia (PRIT). Curso
sobre dádivas y otros beneficios indebidos.


Fuente: Elaboración propia con base en la información suministrada por el Poder Judicial en los oficios n.os
PJ–DGH–CAP–463-2023 del 19 de setiembre de 2023, JEFDP-283-2022 del 14 de septiembre de 2022,
UCS-630-MP-2023 del 13 de setiembre de 2023, 117-Oficio-2023 del 23 de octubre de 2023, 097-OC-2023 del
30 de noviembre de 2023, PJ–DGH–CAP–642-2023 del 28 de noviembre de 2023, oficio n. 092-STEV-2023 del
18 de diciembre de 2023 y 093-STEV-2023 del 18 de diciembre de 2023.
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